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En el presente trabajo se pretende estudiar el contrato de aparcamiento. Primero trataremos de 
ofrecer un concepto válido del mismo, que lo permita diferenciar de figuras análogas. A 
continuación expondremos la normativa aplicable que lo regula y realizaremos una exposición de la 
misma con el fin de determinar y delimitar su naturaleza jurídica.  
Para ello haremos uso de la doctrina disponible en materia de contratos de aparcamiento, así como 
de gran material jurisprudencial, hecho que resulta indispensable pues en ocasiones hay que matizar 
ciertas imperfecciones que la Ley no ha conseguido esclarecer del todo.  
Palabras clave: contratos, aparcamiento, vehículos, guarda, custodia, obligaciones, 
responsabilidad, usuario, consumidor.  
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ABSTRACT  
In the present work, we are going to study the parking contract. First we will try to offer a valid 
concept of it, which allows it to differentiate itself from similar figures. Next we will expose the 
applicable regulations that regulate it and we will make an exposition of it in order to determine and 
define its legal nature. 
For this, we will use the available doctrine in the matter of parking contracts, as well as large 
jurisprudential material, a fact that is indispensable because sometimes we have to clarify certain 
imperfections that the Law has not managed to clarify at all. 
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CAPÍTULO I. INTRODUCCIÓN 
1. Objetivos 
Los principales objetivos de este trabajo son realizar un estudio sobre el contrato de 
aparcamiento de vehículos, contrato considerado como innominado hasta la promulgación de la Ley 
40/2002, de 14 de noviembre. El fin perseguido es el de delimitar la naturaleza jurídica de este 
contrato, así como determinar las obligaciones de las partes y la responsabilidad derivada del 
incumplimiento de las mismas, perfilando, con apoyo de la jurisprudencia, todos los elementos y 
especialidades de este contrato, que hasta día de hoy genera especialidades que son o pueden ser 
objeto de debate.  
2. Metodología 
Se ha procedido a analizar diversas fuentes bibliográficas disponibles: monografías, páginas 
web, artículos de revista y jurisprudencia, lo cual ha permitido realizar el estudio adecuadamente ya 
que todas las fuentes son complementarias entre sí.  
Una vez interiorizada la información, se ha procedido a redactar el trabajo de la forma más 
clara y ordenada posible. Se ha seguido un orden deductivo, que nos permite ir de lo más general a 
lo más concreto, motivo por el cual se empieza analizando la normativa aplicable al contrato de 
aparcamiento en cuestión, para después ir desarrollando el contenido de la misma así como su 
aplicación a la realidad cotidiana. La jurisprudencia juega un papel muy importante en este estudio, 
pues antes de la promulgación de la Ley 40/2002 ya venía resolviendo algunos de los problemas 
suscitados, que parecen perdurar hasta nuestros días.  
De todo ello, se han extraído diversas conclusiones que se expondrán en el último capítulo 
de este trabajo. 
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3. Cuestiones previas 
3.1 Los contratos atípicos o innominados 
Un contrato atípico o innominado es aquel contrato para el cual no existe una regulación en 
la ley. La posibilidad de que en nuestro Derecho se admitan este tipo de contratos se da gracias al 
amparo del artículo 1.255 de nuestro Código Civil: «Los contratantes pueden establecer los pactos, 
cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a 
la moral ni al orden público», existiendo, como bien queda señalado, una limitación a la autonomía 
de la voluntad de las partes: la no contravención de las leyes, de la moral o del orden público a la 
hora de crear nuevos tipos de negocios jurídicos. 
En la realidad, los negocios jurídicos fruto de la voluntad de las partes no suelen resultar ser 
completamente atípicos, ya que suelen ser variaciones de contratos ya existentes y recogidos en las 
leyes, o combinaciones de varios de los mismos . El contrato atípico puro presenta el problema de 1
la normativa que le debe ser aplicada, lo que dependerá principalmente del resultado de analizar el 
fin u objeto que los contratantes hayan pretendido con su celebración. 
Como ya hemos expuesto, lo principal es que rijan las limitaciones que impone el art. 1255 
CC a la autonomía de la voluntad, siendo el principal exponente que afecta a esta materia, las leyes 
imperativas contenidas en el título II del Libro IV del Código Civil. Aquí recalcamos especialmente 
las normas imperativas dedicadas a la causa, pues los contratos atípicos han de poseerla 
necesariamente como exige, con carácter general el art. 1261 CC , aunque está claro que en estos 2
contratos la causa será atípica también, pues no está reconocida explícitamente por el legislador 
como en aquellos contratos que sí están regulados por las leyes. Tendrán que tener pues, alguna 
causa de las genéricas contenidas en el art. 1274 CC . 3
 BUSTOS PUECHE, J.E. y RODRÍGUEZ PALENCIA, A., Introducción al Derecho Civil, 2ª edición, Manuales 1
jurídicos Dykinson, Madrid, 2014, p. 155.
 «No hay contrato si no cuando concurren los requisitos siguientes: 1.º Consentimiento de los contratantes. 2.º Objeto 2
cierto que sea materia del contrato. 3.º Causa de la obligación que se establezca».
 «En los contratos onerosos se entiende por causa, para cada parte contratante, la prestación o promesa de una cosa o 3
servicio por la otra parte; en los remuneratorios, el servicio o beneficio que se remunera, y en los de pura beneficencia, 
la mera liberalidad del bienhechor».
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Resulta también de aplicación el art. 1258 CC , siendo decisivos los pactos establecidos por 4
los contratantes y en lo no previsto por ellos, los usos y las leyes dispositivas, además de la buena 
fe. Esta remisión a los usos y costumbres permite aplicar la llamada «tipicidad social», es decir, 
aquellas normas aplicadas habitualmente en el tráfico jurídico para este tipo de contratos.  
Sin embargo, la remisión a las leyes genera conflictos en los que la doctrina no es, ni mucho 
menos unánime. Dentro de este bloque de leyes dispositivas han de estar los preceptos del título II 
del Libro IV del Código Civil por ser generales a las obligaciones y contratos. Las dudas surgen 
cuando el contrato atípico contiene elementos o disposiciones de dos o más esquemas contractuales 
típicos, ¿cabría entonces la aplicación de la normativa correspondiente a estos contratos que sí son 
típicos? Es aquí donde la doctrina se encuentra dividida, lo que ha dado lugar a que se generen 
varias teorías .  5
Según la teoría de la absorción, debe atenderse a qué es lo preponderante en el contrato 
atípico analizado para equiparar éste a un contrato típico y aplicar así a la totalidad de aquél, la 
regulación de éste. Por ejemplo: podemos considerar que en el contrato de aparcamiento el fin 
primordial es la custodia del vehículo, por lo que la prestación principal de este contrato atípico 
sería la obligación de custodia que tiene que prestar el garajista, lo que nos permite acudir a la 
normativa del contrato de depósito. Esta teoría presenta diversas dificultades, como lo es calificar el 
fin realmente perseguido por los contratantes. Siguiendo con el ejemplo anterior, cabe dudar de si 
en el contrato de aparcamiento las partes han querido más la custodia del vehículo o por el contrario 
el simple arrendamiento de un espacio.  
Según la teoría denominada como teoría de la combinación hay que aplicar al contrato 
atípico todos los preceptos de aquellos contratos típicos en la parte en que concurren a formar el 
atípico. Esta teoría también presenta la principal dificultad de que en ocasiones, la aplicación del 
régimen jurídico de diversos contratos típicos sobre uno mismo, el atípico, puede dar lugar a 
conflictos entre las propias normas y por tanto generar dificultad a la hora de determinar el régimen 
jurídico realmente aplicable al caso concreto.  
 «Los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde entonces obligan, no sólo al cumplimiento de lo 4
expresamente pactado, sino también a todas las consecuencias que, según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, 
al uso y a la ley».
 DÍEZ-PICAZO, L. y GULLÓN, A., Sistema de Derecho Civil. El contrato en general. La relación obligatoria, 5
Volumen II, Tomo I, Décima edición, Tecnos, Madrid, 2012, pp. 27 - 28.  
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Una última teoría, llamada de aplicación analógica, sostiene que el contrato atípico debe 
someterse a la regulación que, para el supuesto concreto ante el que se esté, se obtenga de los 
principios generales del Derecho. De esta forma, a través de la analogía podemos aplicar reglas y 
leyes que son aplicables a los contratos típicos sobre un contrato atípico en las partes en que sean 
similares. El principal problema de esta teoría es la propia atipicidad del contrato, pues la analogía 
no parece ser una solución definitiva cuando lo que realmente se persigue es el encaje en alguno de 
los tipos legales existentes del contrato atípico en cuestión.  
En definitiva, la teoría de la combinación y de la aplicación analógica a penas presentan 
diferencias entre sí, pues si la combinación no se hace de manera mecánica, sino con un criterio más 
orgánico, «mirando a la unidad del fin económico»  se obtendrían los mismos resultados .  6 7
La jurisprudencia, en la práctica, opta por no aplicar ninguna de las teorías que hemos 
mencionado, si no que viene resolviendo cada caso concreto según lo más conveniente a la vista de 
los hechos. Sin embargo, sí que es cierto que en ocasiones ha expuesto las teorías que hemos 
desarrollado en Sentencias como la STS de 27 de noviembre de 1992, e incluso ha llegado a aplicar 
alguna de ellas como la teoría de la aplicación analógica . 8
3.2 Los contratos unidos. Las diferencias de éstos con los contratos atípicos.  
La principal diferencia entre un contrato atípico y el fenómeno de los contratos unidos es 
que en el primer caso, el contrato contiene diversas prestaciones reguladas en distintos contratos 
típicos y en el segundo coexisten varios contratos diferentes entre sí, pero ligados por determinadas 
razones. Lo complicado es entonces determinar cuándo estamos ante un contrato unitario y cuándo 
estamos ante una pluralidad de contratos. Lo lógico aquí es pensar que las partes materializan sus 
relaciones en un solo contrato cuando el acto por el que lo hacen es único de cara al exterior.  
En palabras de ALBADALEJO, dentro de las inseguridades y dificultades que la materia 
ofrece, el único criterio aceptable es el de la causa: donde haya una pluralidad de causas, existirán 
 STS de 27 de febrero de 1950.6
 ALBADALEJO, M., Derecho Civil II. Derecho de obligaciones, decimocuarta edición, Edisofer, Madrid, 2011, pp. 7
418 - 421.  
 Vid.. STS de 1 de mayo de 1982, STS de 28 de junio de 1979, STS de 9 de diciembre de 1965, etc.8
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varios contratos mientras que donde exista una (que será mixta o compleja), existirá un contrato 
solo .  9
En apoyo a este criterio conviene traer a analizar la STS de 30 de octubre de 1970, donde el 
Tribunal Supremo casa la decisión de la Audiencia que había estimado la existencia de dos 
contratos independientes, uno para la construcción de un local destinado a cinematografía (cuyos 
gastos corrían a cargo de ambas partes contratantes) y otro de arrendamiento, sometido a la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, del local construido, en el que eran contratantes las mismas personas que 
en el anterior, siendo arrendador el propietario del suelo donde se levanto el local y arrendatario el 
otro. El TS afirmó que se estaba ante «un solo contrato complejo», pues «las dos series de pactos 
tienen una sola causa», y «no puede ofrecer la menor duda que el fin que se propusieron ambas 
partes no pudo ser otro que el de que los demandados llegaran a explotar el local de espectáculos 
en concepto de arrendatarios, por una renta módica en compensación a la parte con que habían 
contribuido a su construcción, perteneciendo al arrendador el edificio resultante y percibiendo 
renta durante su construcción y más elevada una vez fuera explotado el local e incluso abonando 
los arrendatarios durante la explotación la parte con que se comprometieron a participar en la 
ampliación de obras a realizar». 
Si presuponemos que existen varios contratos, pueden darse diferentes casos: 
1º. Que los contratos estén unidos sólo aparentemente o externamente, porque se hayan 
celebrado en un mismo momento, o consten en un mismo documento, por ejemplo. Esta supuesta 
unión no tiene consecuencias especiales, pues la apariencia no afecta a la individualidad de cada 
contrato ni a la aplicación del régimen jurídico adecuado a cada uno ni a la posibilidad de que pueda 
subsistir el uno sin el otro.  
2º. Que los contratos estén unidos de tal manera que, aún siendo distintos, formen un 
conjunto querido como un todo. En este caso, si bien la aplicación de un régimen jurídico 
determinado es independiente en cada uno, los contratos se hallan ligados por sus vicisitudes, 
manifestándose esta característica de diferentes maneras: principalmente como subordinación de 
uno a otro (de forma que la nulidad del principal conllevaría la nulidad de los que le son 
subordinados, pero no a la inversa ). Esta unión también se puede manifestar como dependencia 10
 ALBADALEJO, M., op. cit., pp. 422 a 424.9
 Por ejemplo, el contrato de consumo en el que expresamente la operación incluye la obtención de un crédito de 10
financiación, tal como dispone el art. 14 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de crédito al consumo. 
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recíproca y como unión alternativa (son queridos ambos alternativamente, según se de una u otra 
circunstancia) .  11
Por ende, una cosa es la aplicación a un contrato atípico de las normas del elemento 
preponderante, como hemos expuesto anteriormente, y otra la aplicación a uno de los contratos 
unidos, de las normas del contrato principal .  12
3.3 Naturaleza del contrato de garaje o aparcamiento: contrato atípico hasta la 
promulgación de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre. 
El contrato de garaje o aparcamiento, era considerado como un contrato atípico o 
innominado, pues no existía una regulación legal específica aplicable hasta la promulgación de la 
Ley 40/2002, de 14 de noviembre, reguladora del contrato de aparcamiento, momento en el cual 
este contrato pasó a estar tipificado legalmente. Aún así, sigue siendo de vital importancia 
determinar la naturaleza jurídica del mismo, sobretodo para poder decidir la normativa que debe 
aplicarse subsidiariamente en defecto de la normal legal expresa que hemos citado.  
Por este motivo también es importante conocer los antecedentes a la LCAV, así como la 
evolución que ha sufrido la aplicación de las normas sobre este contrato, que en su mayoría se 
basaba en opiniones doctrinales y en decisiones de los tribunales. Estos establecieron unas líneas a 
seguir que hoy en día pueden resultar de utilidad ante posibles vacíos legales de los que adolece en 
ocasiones la norma que ha venido a regular este contrato. 
Es por ello que, desde nuestro punto de vista, resulta interesante analizar este contrato de 
una manera cronológica. Existen pues dos partes principales y claramente diferenciadas, la 
naturaleza jurídica del contrato antes de la promulgación de la LCAV y la naturaleza jurídica del 
mismo posterior a la promulgación de esta Ley, que vino a acabar con la atipicidad de la que el 
contrato de garaje o aparcamiento adolecía.  
La LCAV regula el contrato en el que una persona cede como actividad mercantil, un 
espacio en un local o recinto del que es titular, para el estacionamiento de vehículos de motor, con 
 Por ejemplo, A desea comprar, pero quiere asegurarse en todo caso el uso de la máquina objeto del contrato. Para ello 11
celebra con B un contrato por el que compra una máquina si para primeros de año las hay ya fabricadas del nuevo 
modelo y si no, alquila por todo el verano una máquina del modelo antiguo. A no habría querido aisladamente ninguno 
de ambos contratos, porque con el de compraventa, se arriesga a no tener la máquina a tiempo y con el de 
arrendamiento hubiera renunciado totalmente a la posibilidad de comprarla, que es lo que en principio quería. 
 Así lo expone, entre otras, la STS de 30 de junio de 1979. 12
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deberes de vigilancia y custodia durante el tiempo de ocupación, y a cambio de un precio 
determinado en función del tiempo real que dure la prestación del servicio .  Si bien parece que con 13
el ámbito de aplicación de esta Ley se han cubierto la mayoría de casos posibles, no hay nada más 
lejos de la realidad. Piénsese por ejemplo en el típico caso del titular de una plaza de garaje que la 
alquila a un particular. Dicha situación no estaría incluida en el ámbito de la LCAV, pues el garajista 
no es una persona física o jurídica que esté prestando una actividad mercantil, creándose así la 
consiguiente laguna legal. Por esta razón principal es por la que merece la pena analizar los 
antecedentes doctrinales y jurisprudenciales a la LCAV, con el fin de intentar lograr una cobertura 
efectiva y real para todos los casos posibles .  14
La jurisprudencia anterior a la LCAV había intentado buscar soluciones que fueran justas 
para cada caso concreto, perfilando así una doctrina aplicable a este contrato (atípico por aquel 
entonces), basada en las figuras a las que se asemejaba (arrendamiento, depósito o ambos). Igual 
tarea realizó la doctrina, oscilando entre la calificación del negocio como de depósito, de 
arrendamiento o mixto.  
El problema es que las soluciones aportadas por la jurisprudencia solo eran aplicables a los 
casos concretos objeto del pleito, y por tanto surgía el problema de la inexistencia de seguridad 
jurídica suficiente, produciéndose desigualdades entre el titular del negocio y entre el usuario del 
aparcamiento, siendo que en ocasiones salía más beneficiada una de las partes que la otra. También 
se incurrió en algunas contradicciones al intentar distinguir entre el contrato de garaje y el contrato 
de aparcamiento, pues como explicaremos infra , no son dos figuras idénticas.  15
 Así lo establece el propio art. 1 de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre. 13
 MARTÍ ADELL, F., El contrato de garaje y la responsabilidad derivada del mismo, 1ª edición, Tirant lo Blanch, 14
Valencia, 2009, pp. 9 - 12. 
 Capítulo II. 15
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CAPÍTULO II. CONCEPTO DE CONTRATO DE APARCAMIENTO Y OTRAS 
FIGURAS ANÁLOGAS 
1. Delimitación terminológica de la noción antes de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre 
Hay gran cantidad de relaciones jurídicas que son diferentes y cuyo objeto consiste en 
establecer un vehículo en un lugar específico denominado garaje. Por ende, el concepto de contrato 
de garaje era considerado una denominación genérica que englobaba diversas finalidades. No es lo 
mismo que el aparcamiento sea gratuito o a cambio de un precio fijado por tiempo real de 
utilización, o por días o meses; no es lo mismo que exista una plaza determinada o que no; o que se 
entreguen las llaves del vehículo o del recinto; o que el aparcamiento se encuentre al aire libre o 
cubierto; o que sea un contrato autónomo o una prestación accesoria de otro contrato.  
El hecho de depositar un vehículo en un espacio propiedad de un tercero a cambio de un 
precio, presenta un sin fin de variedades distintas en la práctica. Las distintas prestaciones que deba 
prestar el garajista (reparación del vehículo, custodia del mismo…) además de otros motivos, son 
las que permitirán determinar ante qué caso nos encontramos, pues no todas las variantes se rigen 
por el mismo régimen jurídico . Así lo reconocía desde antaño la propia jurisprudencia, por 16
ejemplo, la SAP de Barcelona de 4 de septiembre de 1998, que resuelve sobre la posible obligación 
del titular de un aparcamiento de responder por los daños causados en el interior del mismo a unos 
vehículos, expone que: «no cabe duda que el momento actual y los cambios socio-económicos no 
pueden permitir la aplicación automática de tal doctrina de modo indiscriminado a cualquier tipo 
de parking, sino que debe atenderse a las múltiples modalidades que pueden darse en el contexto 
actual (garajes, aparcamientos, zonas azules, etc)».  
Tras los numerosos y contradictorios pronunciamientos de la jurisprudencia menor sobre el 
contrato de aparcamiento, surge una línea que marcará las directrices a seguir y que se consolidó 
con la STS de 22 de octubre de 1996, que venía a reafirmar anteriores resoluciones del Alto 
Tribunal respecto al tema, así como a apoyar diversas Sentencias dictadas por la jurisprudencia 
menor que iban en una línea similar.  
Tal es la importancia que suscitaba la naturaleza jurídica de este contrato que con 
anterioridad a la Ley 40/2002 se realizaron dos Proposiciones de Ley, presentadas en el Congreso, 
 BALLESTEROS DE LOS RÍOS, M., El contrato de aparcamiento, 1ª edición, Aranzadi, Navarra, 2000, pp. 17 - 18. 16
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una por el Grupo Parlamentario Catalán el 14 de mayo de 2000 y otra por el Grupo Parlamentario 
Socialista el 5 de abril de 2000 y que fueron tenidas en cuenta por la doctrina para su estudio sobre 
este contrato.  
1.1 Doble denominación: contrato de aparcamiento y contrato de garaje 
El contrato del que estamos tratando recibe una doble denominación: contrato de pupilaje o 
de garaje y contrato de aparcamiento o parking. Normalmente, el término aparcamiento se emplea 
cuando el estacionamiento del vehículo es de carácter temporal mientras que el concepto de 
contrato de garaje hace alusión a estacionamientos por un período mayor de tiempo y con una plaza 
fija determinada. 
Existían dos tendencias en las Audiencias Provinciales, antes de la promulgación de la Ley 
40/2002, un grupo de resoluciones denominaban indistintamente ambas categorías y el otro 
diferenciaba claramente ambas modalidades. Es a partir de la antes nombrada STS de 22 de octubre 
de 1996 cuando empiezan a diferenciarse ambas modalidades dejándose de confundir los términos 
en la jurisprudencia menor, casi por totalidad. Las resoluciones empezaron entonces a reflejar que el 
verdadero problema se encontraba en la modalidad de aparcamiento propiamente dicho, dado que 
era la modalidad que imperaba (e impera hoy en día) en la mayoría de supuestos .  17
La propia STS de 22 de octubre de 1996, en su FD Cuarto, expone: «la terminología no 
sirve tampoco para establecer distinciones apresuradas; mientras garaje es una palabra de origen 
galo, que significa “local destinado a guardar automóviles”, aparcamiento, replica a la voz inglesa 
“parking”, contempla la acepción de “lugar destinado a aparcar vehículos “, esto es para 
“colocar convenientemente el vehículo en la zona de que se trate”. Aparcamiento, por tanto, es 
término que solo expresa el efecto de una acción sin que implique, de suyo, una organización 
empresarial, ni un acotamiento de terrenos que sean objeto de industria». Después de esta 
aclaración, los Tribunales proporcionaron un concepto de ambas modalidades.  
 De hecho, la Ley 40/2002, solo regulaba el contrato de aparcamiento propiamente dicho (ahora denominado como 17
rotatorio) y no fue hasta la reforma que realizó la Ley 44/2006 que se incluyó el estacionamiento con reserva de plaza 
(equivalente a los contratos de pupilaje o de factura clásica). 
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1.2 Concepto 
La jurisprudencia menor define el contrato de aparcamiento como: «el contrato atípico por 
el que el propietario o conductor de un vehículo lo deja estacionado temporalmente en un lugar 
habilitado para ello contra el pago de un canon que se establece en función del tiempo de 
utilización de aquel» . 18
Algunas Audiencias han distinguido de manera tajante entre el contrato de garaje y el 
contrato de aparcamiento. En la SAP de Barcelona de 24 de enero de 1991 ya se señalaba que: «en 
este tipo de contrato innominado de custodia de vehículos existen en la práctica dos variantes, el 
pupilaje o contrato de garaje propiamente dicho en el que el objeto de las prestaciones es, de una 
parte, la guarda y custodia del vehículo, con asignación o no de un lugar concreto de aparcamiento 
y con entrega o no de las llaves […] por el tiempo pactado y con libre entrada y salida del mismo 
durante éste, y por la otra el pago del precio estipulado; un segundo grupo o subtipo es el contrato 
de parking caracterizado por la asignación de una plaza indeterminada pero exclusiva a cada 
vehículo, la no disponibilidad durante su vigencia ni por el titular -al salir y volver a entrar debe 
contratar nuevamente para estacionar- ni por la empresa con fin de maniobras, ya se produzca el 
estacionamiento en local cerrado o al aire libre pero vallado o acotado de forma que solo deban 
acceder los interesados en retirar o estacionar el vehículo en cuestión, la retribución proporcional 
al tiempo de estacionamiento según baremo preestablecido, tarifado o no por la Administración, y 
vigilado aunque por el carácter masivo de las operaciones la controversia legitimadora que 
permite el acceso y retirada, previo pago, del vehículo se expida automáticamente con constancia 
únicamente, por lo general, de la empresa y su ubicación y la fecha de entrada». 
La ya nombrada STS de 22 de octubre de 1996, de nuevo en su FD Cuarto, se refiere 
también a la diferencia entre ambos términos: «en la práctica, y de acuerdo con la semántica 
corriente atendiendo al concepto de negocio, en sentido económico, “garaje” es palabra que 
aparece constreñida a locales reservados cuyo uso queda limitado a usuarios habituales que 
guarden en él sus coches, en plaza determinada, ya sea de su propiedad, ya sea arrendada por 
precio único que no tiene en cuenta las horas de permanencia ni los días, sino períodos temporales 
de mayor duración (meses o años) mientras que el aparcamiento o “parking”, entendido, más allá 
de su acepción neutra, como empresa que cobra un canon, supone un local o terreno acotado (al 
 SAP de Barcelona de 2 de abril de 1996.18
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que no se puede entrar libremente con el vehículo) con casetas o controles de acceso, en los que se 
expende, manual o mecánicamente, un tique o boleto que principalmente marca la hora y el día de 
entrada del vehículo conducido por el usuario que debe estacionarlo en cualquiera de las plazas 
disponibles; y con casetas o controles de salida que obligan para retirar y llevarse el coche a 
abonar antes el precio establecido por horas o días de permanencia, conforme a módulos 
proporcionales». 
Aunque el TS hace distinción entre contrato de garaje y contrato de aparcamiento, es más 
bien solo en el aspecto terminológico, pues reduce sus discordancias a algo meramente accesorio 
como la duración y el precio a pagar. Pero lo importante es la existencia en ambos de la obligación 
de conservación del vehículo imprescindible para la devolución del mismo, aunque como veremos 
más adelante, dependiendo del contrato en el que nos encontremos, esta obligación será de menor o 
mayor contenido.  
2. Delimitación terminológica de la noción después de la Ley 40/2002, de 14 de 
noviembre, modificada por la Ley 44/2006 
La LCAV se aplica a los contratos de aparcamiento en los que una persona cede, como 
actividad mercantil, un espacio en un local o recinto del que es titular, para el estacionamiento de 
vehículos de motor, generándose deberes de vigilancia y custodia durante el tiempo de ocupación, a 
cambio de un precio determinado en función del tiempo real de prestación del servicio . La 19
prestación del servicio, realizada en el marco de una actividad profesional o empresarial, puede ser 
según la modalidad de estacionamiento con reserva de plaza o según la de estacionamiento 
rotatorio .  20
No obstante, como ya hemos dicho, la LCAV no consigue abarcar todo el abanico de 
posibilidades que se pueden dar cuando un vehículo queda estacionado en un lugar habilitado para 
ello, por ejemplo, en el caso de que el garajista no esté desarrollando una actividad mercantil, pues 
 ARROYO APARICIO, A., El contrato de aparcamiento de vehículos, 1ª edición, Marcial Pons, Madrid, 2008, p. 24. 19
 Art. 1.2 LCAV: A los efectos de esta Ley, se consideran como modalidades de la prestación de este servicio: a) 20
Estacionamiento con reserva de plaza en el que el titular del aparcamiento se obliga a mantener durante todo el 
período de tiempo pactado una plaza de aparcamiento a disposición plena del usuario. b) Estacionamiento rotatorio, 
en el que el titular del aparcamiento se obliga a facilitar una plaza de aparcamiento por un periodo de tiempo variable, 
no prefijado. En esta modalidad de estacionamiento rotatorio el precio se pactará por minuto de estacionamiento, sin 
posibilidad de redondeos a unidades de tiempo no efectivamente consumidas o utilizadas.
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no encajaría en el ámbito de aplicación de la LCAV y por tanto deberemos acudir a otras figuras 
como el depósito o el arrendamiento para poder determinar el régimen jurídico aplicable.  
3. Distinción de otros supuestos  21
Existen muchas relaciones jurídicas que se asemejan al contrato de aparcamiento pero que 
tienen un régimen jurídico distinto, quedando por tanto al amparo de otras figuras contractuales y 
normas.  
3.1 Arrendamiento de plaza de garaje 
El contrato de aparcamiento debe distinguirse del contrato de arrendamiento de plaza de 
garaje, pues en el primero estamos ante una actividad profesional dirigida a ofrecer un espacio para 
el estacionamiento de un vehículo a cambio de un precio y con una obligación de guarda y custodia. 
Además, el arrendador de una plaza de garaje goza de esta como poseedor, mientras que en el 
contrato de aparcamiento, el usuario no es poseedor del espacio que utiliza, sino que es el titular del 
aparcamiento el que vigila y custodia el vehículo.  
A pesar de la terminología empleada por los Tribunales, que a veces resulta confusa como ya 
hemos señalado, es interesante ver cómo se perfilan estas distinciones en cada caso concreto. La 
SAP de Asturias de 23 de febrero de 1996 señala que la obligación de vigilar y custodiar: «no tiene 
la misma intensidad cuando se trata de un alquiler de cochera o plaza de aparcamiento entre 
particulares que cuando se trata de una explotación por una empresa dedicada a esa actividad a 
cambio de un canon que se abona en función del tiempo de utilización, en cuyo supuesto aquellos 
deberes de vigilancia y custodia deben de incrementarse». 
La SAP de Córdoba de 29 de julio de 2003, considera la existencia de arrendamiento en 
lugar de aparcamiento porque: «las partes tenían alquilada una plaza determinada y por un precio 
mensual, las arrendatarias disponían de llave del local, así como no existía ninguna persona 
encargada de la vigilancia».  
La SAP de Tarragona de 4 de mayo de 2004, determina que en el caso concreto, puesto que 
la relación que unía a las partes es de arrendamiento de garaje y no de contrato de aparcamiento, no 
puede exigirse la obligación de custodia del vehículo. 
 BALLESTEROS DE LOS RÍOS, M., op. cit. pp. 22 - 37. 21
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Por tanto, el arrendamiento de plaza de garaje, sea individual entre particulares, sea en 
garajes comunitarios, no es objeto de regulación por la LCAV .  22
3.2 Estacionamiento en vía pública 
La jurisprudencia de Audiencias también se ha encargado de diferenciar el contrato de 
aparcamiento del mero estacionamiento en vía pública. La SAP de Valencia de 30 de septiembre de 
1993 distingue entre el contrato de aparcamiento y los aparcamientos en las vías públicas sujetos a 
la «ORA», manifestando que «en este servicio que ofrecen los Ayuntamientos se asegura en la vía 
pública, caso de haber libres, espacios delimitados en los que estacionar los vehículos previo 
abono de una tasa en función de los minutos que se permanece aparcado, pero sin vigilancia 
alguna y sin estar las plazas cerradas». Los supuestos de estacionamiento en vía pública, estén 
sujetos o no al pago de una casa, están excluidos del ámbito de aplicación de la LCAV . 23
3.3 Reparación de vehículos 
Otro supuesto distinguible es el que surge a partir de la reparación de vehículos en un taller. 
Hay veces en que la jurisprudencia no ha sido del todo clara al hacer afirmaciones como que «el 
concepto de garaje bien puede comprender genéricamente el de taller de reparación» . Hay que 24
matizar esto: cuando se repara un automóvil, el empresario a lo que se obliga es a reparar el 
vehículo, no a ceder un espacio para el estacionamiento del mismo. La custodia del vehículo será 
entonces una obligación accesoria al servicio que está prestando de manera principal el 
empresario . La reparación de vehículos tiene además una regulación específica contenida en el 25
RD 1457/1986, de 10 de enero, por el que se regulan la actividad industrial y la prestación de 
servicios en los talleres de reparación de vehículos automóviles, de sus equipos y componentes.  
 Art. 2.c) de la LCAV: Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley: Cualesquiera otros [estacionamientos] 22
que no reúnan los requisitos señalados en el artículo 1.
 Art. 2.a) LCAV: Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley: a) Los estacionamientos en las denominadas 23
zonas de estacionamiento regulado o en la vía pública, tanto si exigen el pago de tasas como si éstas no se devengaren.
 STS de 25 de octubre de 1996.24
 Calificado por la doctrina como «arrendamiento de obra».25
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3.4 Estacionamiento en establecimiento hotelero 
Tradicionalmente, la doctrina había considerado que la responsabilidad del hotelero debía 
extenderse también a los vehículos de los clientes. Un sector de la doctrina opinaba que había que 
interpretar de una manera amplia el término «efectos» de los arts. 1783  y 1784  del Código Civil, 26 27
incluyéndose dentro de dicho término los vehículos de los huéspedes, y siempre que el 
establecimiento en cuestión dispusiera de un aparcamiento propio vigilado para la custodia de 
dichos vehículos .  28
Otro sector opinaba que había que distinguir entre contrato de arrendamiento en sí y 
responsabilidad por custodia de los citados arts. 1783 y 1784 del Código, teniendo en cuenta si 
había existido dentro de la relación jurídica remuneración en concepto de aparcamiento y siendo 
preciso para poder aplicar los artículos que el vehículo estuviera estacionado en aparcamientos  que 
se encontrasen dentro de las instalaciones hoteleras .  29
Otros autores, más flexibles, sostenían que debía estarse a las circunstancias de cada caso 
concreto.  
La jurisprudencia, por lo general, venía exigiendo responsabilidad al empresario. En la STS 
de 1 de febrero de 1994, se reconoce la responsabilidad del empresario, como responsabilidad 
extracontractual. La jurisprudencia menor, por otro lado, exigía responsabilidad basándose en la 
consideración de que se está ante un contrato de depósito de vehículo dentro del recinto del 
aparcamiento del hotel , contrato derivado de la relación de hospedaje. También ha exigido 30
responsabilidad por considerar que se está ante un contrato de aparcamiento como contrato mixto o 
complejo que deriva del contrato de hospedaje .   31
 «Se reputa también depósito necesario el de los efectos introducidos por los viajeros en las fondas y mesones. Los 26
fondistas o mesoneros responden de ellos como tales depositarios, con tal que se hubiese dado conocimiento a los 
mismos, o a sus dependientes, de los efectos introducidos en su casa, y que los viajeros por su parte observen las 
prevenciones que dichos posaderos o sus sustitutos les hubiesen hecho sobre cuidado y vigilancia de los efectos».
 «La responsabilidad a que se refiere el artículo anterior comprende los daños hechos en los efectos de los viajeros, 27
tanto por los criados o dependientes de los fondistas o mesoneros, como por los extraños; pero no los que provengan de 
robo a mano armada, o sean ocasionados por otro suceso de fuerza mayor».
 JORDANO FRAGA, F., La responsabilidad contractual, 1ª edición, Civitas, Madrid, 1987, p. 510.28
 RODRÍGUEZ BUJÁN, J., «La responsabilidad de los hospederos por los efectos portados por los huéspedes según el 29
Derecho español y alemán», en Revista General de legislación y jurisprudencia, 1974, pp. 149 y ss.
 SAP de Málaga de 27 de junio de 200230
 SAP de Málaga de 26 de septiembre de 200031
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La LCAV, en la redacción originaria de 2002, excluía de su ámbito de aplicación «los 
estacionamientos que se realicen en locales o recintos dependientes o accesorios de otras 
instalaciones, o que sean gratuitos», por lo que antes, la Ley era inaplicable al aparcamiento de 
vehículos en establecimientos hoteleros. Pero todo cambió tras la modificación de la Ley 44/2006, 
pues se excluyen del ámbito de aplicación solamente «los estacionamientos no retribuidos directa o 
indirectamente», por lo que los estacionamientos en establecimientos hoteleros, siempre que sean 
remunerados (directa o indirectamente), no quedarán excluidos .  32
3.5 Servicio de lavado de vehículos 
En este supuesto estaríamos ante un contrato de depósito voluntario u ordinario. Cuando se 
lleva un vehículo a un puesto de lavado de coches, ello implica el depósito del mismo en el lugar 
donde se está realizando el servicio.  
Un caso curioso es el que expone la SAP de Cuenca de 18 de marzo de 1995, en el que el 
propietario de un vehículo lleva el coche a un puesto de lavado. Finalizado el servicio, el propietario 
no aparece para recoger el vehículo y el empresario responsable del lavadero decide custodiar el 
coche bajo llave dentro de un taller propiedad de la empresa, como medida de seguridad. El coche 
fue sustraído. La Audiencia falla diciendo que no existe responsabilidad por parte del empresario, 
que tomó las medidas que estaban a su alcance para custodiar el vehículo y además, existía mora 
por parte del propietario del mismo, que no había cumplido en tiempo con su obligación de 
retirarlo, una vez finalizado el servicio.  
 El art. modificado fue el art. 2.b) de la LCAV, artículo que trata los aparcamientos excluidos de la aplicación de esta 32
ley. 
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CAPÍTULO III. POSICIONES DOCTRINALES Y JURISPRUDENCIALES DE LA 
NATURALEZA DEL CONTRATO DE APARCAMIENTO ANTES DE LA LCAV 
La ya citada STS de 22 de octubre de 1996 manifestaba, en cuanto a la naturaleza del 
contrato de aparcamiento, que «la naturaleza jurídica de la relación contractual […] es objeto de 
debate en razón de las obligaciones recíprocas que se asumen por cada parte contratante». De esta 
forma se plasmaba el debate doctrinal y jurisprudencial existente en ese momento en torno a la 
calificación y naturaleza jurídica del contrato de aparcamiento. Existían diferentes opiniones que 
encuadraban a este contrato atípico en diferentes contratos típicos, ya sea en la modalidad de 
contrato de arrendamiento o en la modalidad de depósito; mientras que otros enfoques optaban por 
considerarlo un contrato mixto o complejo, formado por estos dos.  
El arrendamiento es aquel contrato por el que una de las partes, denominada arrendador, 
proporciona a otra de las partes, denominada arrendatario, el goce o uso de una cosa, o se 
compromete a ejecutar una obra o prestar un servicio por tiempo determinado y precio cierto .  Por 33
otro lado, el contrato de depósito consiste en que una de las partes, denominada depositante, entrega 
a otra, denominada depositario, una cosa mueble con la finalidad de que el depositario la guarde y 
custodie, con obligación de restituirla . Aunque ambas figuras parezcan fácilmente distinguibles en 34
un principio, a la hora de hablar del contrato de aparcamiento pueden surgir ciertas dudas.  
Cabe entonces señalar que, una tesis que vele más por calificar el contrato de aparcamiento 
como un contrato más cercano al arrendamiento, atribuye mayor relevancia al espacio en el que el 
vehículo se aparca (garajes, locales…); mientras que una tesis basada en el contrato de depósito, 
atribuye mayor relevancia al vehículo en sí mismo. 
En Derecho comparado, atendiendo por ejemplo a la doctrina francesa, nos encontramos con 
el llamado «gardiennage», que abarca supuestos cercanos al contrato de depósito en los que la 
guarda y custodia se sustituye por una obligación de vigilancia de menos intensidad. En Derecho 
italiano, generalmente se aplican las normas del contrato de depósito, al denominado «contratto di 
posteggio».  
 Arts. 1543 y 1544 CC.33
 Art. 1758 CC. 34
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1. La tesis del arrendamiento  
Considerar el contrato de aparcamiento como contrato de arrendamiento implica que la 
finalidad del contrato sea que el arrendador ceda el uso y disfrute de un lugar específico (donde 
poder estacionar el vehículo) al arrendatario, sin que exista la obligación de guarda y custodia de las 
cosas allí dejadas . Las únicas obligaciones que tendría el arrendador serían por tanto la entrega de 35
la cosa en tanto que puesta del bien a disposición del arrendatario (la plaza de aparcamiento), la 
realización de las reparaciones necesarias con el fin de conservar el bien para el uso al que está 
destinado, y el mantenimiento del uso y disfrute pacífico del arrendamiento por todo el tiempo que 
dure el contrato .  36
Esta calificación del contrato de aparcamiento como contrato de arrendamiento fue seguida 
por una parte, considerada minoritaria, de la jurisprudencia. En la STS de 10 de junio de 1929, se 
considera que el contrato litigioso debía ser considerado como de arrendamiento, ya que el precio se 
pagaba en función del local y «no en función del valor del coche». En la propia Sentencia, se deja 
dicho que el contrato de garaje (pues así lo denomina), lleva «implícita la obligación por parte del 
arrendador de vigilar y custodiar el automóvil en términos generales, por tratarse de estar 
encerrado en un garaje público, donde también lo están o pueden estarlo otros coches, con facultad 
sus dueños y encargados de entrar y salir libremente y hacer en ellos las operaciones peculiares de 
estos vehículos». Añadía también el Alto Tribunal que «esta obligación de guardia y custodia del 
automóvil encerrado no desnaturaliza el contrato de arrendamiento de un espacio del garaje, para 
convertirlo en depósito del coche». 
Es interesante citar también la STS de 2 de julio de 1973 en la que se rebate en cierta medida 
la Sentencia anterior, pues considera que el contrato de garaje es atípico y que en él «la relación del 
arrendatario con el dueño del coche reparado o custodiado no puede entenderse como cesión del 
uso del local que caracteriza el subarriendo, sino la prestación de un servicio de guarda mediante 
retribución, a diferencia de cuando se transmite a un tercero la totalidad o parte determinada y 
específica del local para encerrar vehículos, en que se transfiere el uso del mismo, el derecho de 
ocupación que constituye la esencia del contrato de arrendamiento». 
 ARROYO APARICIO, A., op. cit. pp. 32 - 34. 35
 Art. 1554 CC. 36
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La tesis del arrendamiento fue seguida por la jurisprudencia menor en contadas ocasiones, 
con el fin de no responsabilizar al empresario titular de la empresa o parking. 
Por su parte, la doctrina que defendía esta tesis, basaba sus afirmaciones en que no 
consideraban el contrato de aparcamiento como un contrato atípico, sino que lo consideraban 
reconducible a un arrendamiento de cosas, pues entendían que era un contrato en el que una persona 
cedía a otra un derecho de uso a cambio de una contraprestación .  37
Por otro lado, en el contrato de depósito (decían) la guarda y custodia es un efecto y no un 
elemento del contrato , y en el contrato de aparcamiento público no hay entrega ni 38
individualización de cada uno de los vehículos estacionados, además de que normalmente tampoco 
se produce la entrega de llaves, no existiendo un traspaso posesorio como tal que legitime el 
depósito. En contra de esta tesis podemos decir que el lugar de aparcamiento “arrendado” no se 
aleja de la esfera de control del arrendador, y que las obligaciones de guardia y custodia que genera 
el contrato de depósito son obligaciones principales del depositario. 
2. La tesis del depósito 
La tesis del depósito se ha aplicado, en ocasiones, respetando la diferenciación entre 
contrato de garaje propiamente dicho (o contrato de factura clásica) y contrato de aparcamiento, y 
en ocasiones refiriéndose con el término «contrato de garaje», a ambos contratos indistintamente, 
por lo que deberemos tener esto en cuenta a la hora de analizar la doctrina y jurisprudencia.  
Se consideró  que la cesión de un local para guardar en él un solo vehículo, en ningún caso 39
podía ser considerado como un contrato de depósito , pero que el contrato de garaje en el que no 40
existe una plaza concreta donde ubicar el coche dentro del local sí que podría ser considerado como 
depósito, pues la obligación principal era la de custodia del vehículo, no la de prestar una ubicación 
concreta al propietario de la máquina . 41
 M. J. CAZORLA GONZÁLEZ, en su obra “La responsabilidad derivada del contrato de aparcamiento”.37
 S. ESPIAU ESPIAU y R. MULLERAT BALMASAÑA en “Relaciones contractuales de hecho y contratos de 38
adhesión: notas para el estudio del contrato de aparcamiento público”. 
 Así lo hicieron autores como LACRUZ BERDEJO, en su obra Elementos de Derecho civil, el depósito.39
 Hacemos referencia a la ya citada STS de 10 de junio de 1929.40
 Vid. STS de 22 de octubre 1996.41
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Otros autores  defendieron que el contrato de garaje, constituía un verdadero depósito 42
retribuido, entendiendo que la actividad principal del empresario era la recepción de vehículos en su 
local habilitado para ello, cuyo objeto es proporcionar a los clientes un servicio de guarda y 
custodia mediante el ejercicio de un control directo sobre los mismos.  
En estos establecimiento normalmente había empleados encargados «de recibir los vehículos 
y de abrir y cerrar las puertas del garaje en su caso, o alterar la posición de aquellos según las 
necesidades». También era frecuente que no hubiese una asignación concreta de plazas para cada 
vehículo.  
Este autor destacaba como principal problema para entender el contrato de garaje como un 
contrato de depósito, la transferencia de la posesión del vehículo al garajista, cuando no hay, por 
ejemplo, entrega de las llaves del mismo. Para solucionar este problema optó por considerar que no 
era relevante la entrega o no de las llaves para hablar de entrega o restitución en sentido amplio. Lo 
decisivo era que el vehículo permaneciese en el garaje bajo la esfera de control del garajista 
exclusivamente.  
3. La tesis del contrato atípico, mixto o complejo. 
Esta tesis, que podría decirse, fue la mayoritaria y más apoyada , consistía en considerar 43
que el contrato de aparcamiento tiene notas tanto del contrato de arrendamiento de bienes inmuebles 
(arts. 1542 y ss. CC), así como del contrato de depósito (arts. 1758 y ss. del CC). La asimilación del 
contrato de aparcamiento al de arrendamiento se da en el uso determinado de carácter temporal a 
cambio de un precio, y las notas del depósito se reflejan en la guarda y restitución del vehículo. De 
la unión de unas notas y otras nace una nueva relación jurídica que se caracteriza por el depósito de 
un bien mueble dentro de un espacio ajeno, cuyo uso se cede temporalmente obligándose la parte 
propietaria del inmueble a la cesión del uso temporal del local y a la guarda y custodia del vehículo, 
y la parte propietaria de la máquina al pago del precio.  
La ya citada STS de 22 de octubre de 1996, siguió esta linea: «El contrato de aparcamiento 
es de naturaleza atípica […] y de índole mixta, pues su configuración contiene elementos del 
contrato de arrendamiento (parcela expedita donde estacionar) y elementos del contrato de 
 En el ejemplo del que hablamos, más concretamente DÍEZ SOTO, C.M., en su obra El depósito profesional. 42
 También por la doctrina, citando a autores como CASTÁN TOBEÑAS en Derecho Civil español común y foral, o 43
DÍEZ-PICAZO en Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial. 
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depósito (obligación de restitución), junto con las demás prestaciones accesorias que se pacten […] 
otra cuestión serán los problemas de prueba en caso de sustracción o eventos semejantes. La 
legítima expectativa del usuario de recuperar su coche, cuando decide recogerlo, no es algo 
intrascendente o ajeno al contrato. No cabe establecer un hiato entre el momento en que se aparca 
el coche y el momento en que se retira, durante el cual no haya ningún deber por parte del titular 
del parking. Para cumplir con la restitución ha de ejercer tareas de vigilancia y guarda del 
vehículo. Esta concepción del aparcamiento retribuido como contrato que implica custodia y 
guarda del vehículo, forma parte de las convicciones generalizadas y usuales acerca de su 
contenido […] La seguridad, por tanto, aparece como elemento unido al contrato y, con ello, la 
necesidad del deber de vigilancia, según exigen la buena fe y los usos, conforme al art. 1258 CC». 
A continuación, hace una reflexión final «el contrato de aparcamiento es pues un contrato 
celebrado entre titular del aparcamiento y usuario del vehículo que consiste en la ocupación, 
previo acceso permitido, de una plaza de estacionamiento por aquel, según tarifas conocidas, que 
se abonan al retirarlo en función de las horas o días de permanencia. Obligaciones principales del 
usuario son la de pagar el canon, ya que, en otro caso, no puede retirar el vehículo y obligaciones 
del titular son las de tener libre una plaza disponible para la ocupación y la de restitución del 
vehículo, cuando el cliente que ha pagado se disponga a retirarlo, con los consiguientes deberes de 
vigilancia y custodia durante el tiempo que se mantenga la ocupación». 
Con posterioridad a esta Sentencia, las Audiencias siguieron este mismo criterio. Por poner 
un ejemplo puede verse la SAP de Barcelona de 22 de abril de 2002: «el contrato de aparcamiento 
tiene una naturaleza atípica (en cuanto que falta de regulación específica) y mixta entre el 
arrendamiento (cesión de espacio para estacionar) y el depósito (obligación de restituir)». Además 
añade: «también es cierto que al estacionar el vehículo en un lugar de aparcamiento público se 
pretende, además de utilizar un espacio para el estacionamiento del vehículo por un tiempo 
determinado, obtener una mayor garantía en la custodia del mismo al confiar en unas mínimas 
medidas de seguridad como la existencia de barras de control de entrada y salida de automóviles, 
la existencia en mayor o menor medida de vigilantes o guardias jurados, e incluso el control 
audiovisual del recinto mediante cámaras de seguridad. Por ello, no se puede privar al contrato de 
aparcamiento […] del segundo aspecto de su naturaleza, es decir, de la configuración del mismo 
como contrato que participa en cierta medida de las características del depósito con las 
obligaciones que naturalmente se incumben al depositante, cual es la de devolver la cosa entregada 
en custodia debiendo para ello adoptar las medidas de precaución y de vigilancia que las 
circunstancias requieran».  
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CAPÍTULO IV. LA LCAV Y EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA MISMA 
1. La normativa aplicable al contrato de aparcamiento 
1.1 La LCAV y su estructura 
La Ley 40/2002, de 14 de noviembre, reguladora del contrato de aparcamiento de vehículos, 
está formada por siete artículos, una disposición adicional única, una disposición derogatoria única 
y dos disposiciones finales.  
La Ley 44/2006, de mejora de protección de los consumidores y usuarios, modificó la LCAV 
en aspectos relevantes: en su ámbito de aplicación, en los requisitos que debe contener el 
justificante o resguardo, y en las formas admisibles de cálculo del precio cuando el estacionamiento 
es, considerado en términos de la propia ley, rotatorio.  
Resumidamente, podemos decir que la legislación española vigente actualmente y que 
regula el contrato de aparcamiento está formada por la LCAV, y por las modificaciones que en ésta 
introdujo la Ley 44/2006. 
El art. 1 de la LCAV se dedica al ámbito de aplicación de la ley y se ve complementado por 
el art. 2, que habla de los aparcamientos que se encuentran excluidos de la aplicación de la misma. 
El art. 3, por otro lado, regula las obligaciones del titular del aparcamiento, complementándose con 
el art. 5 que habla del régimen de responsabilidad por incumplimiento de dichas obligaciones , 44
mientras que el art. 4 se dedica a enumerar los deberes del usuario, que se complementan con la 
responsabilidad del mismo del art. 5.1, derivada de los daños y perjuicios que se puedan causar al 
empresario y a los demás usuarios «por incumplimiento de sus deberes o impericia en la 
conducción del vehículo dentro del recinto» . 45
 En la exposición de motivos de la Ley se expone que esta es una de las principales preocupaciones del legislador, 44
pues es importante, por motivos de seguridad jurídica, delimitar la responsabilidad que asumen los titulares de 
aparcamientos frente a los usuarios de los mismos.
 Esta disposición resulta redundante, pues el régimen de responsabilidad civil en la circulación de vehículos de motor 45
ya se encarga de dotar al sistema de una responsabilidad derivada de la incorrecta circulación por la conducción de 
vehículos a motor en garajes y aparcamientos, como establece el propio art. 1 de la Ley sobre responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a motor (RDL 8/2004, de 29 de octubre).
27
El art. 6 permite al titular del aparcamiento utilizar el procedimiento del art. 71 del texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de vehículos de motor y Seguridad Vial cuando el 
vehículo permanezca en el aparcamiento por un período de tiempo superior a seis meses . 46
El art. 7 señala que todo contrato de aparcamiento debe regirse por la LCAV en todo aquello 
que la Ley ordene como imperativo, y en lo no previsto como tal por la voluntad de las partes, 
siendo supletorios tanto el uso como las costumbres del lugar, así como las disposiciones generales 
de obligaciones y contratos.  
1.2 Normativa aplicable de forma subsidiaria 
Como ya hemos señalado, la LCAV prevé un régimen legal supletorio en su art. 7: 
«Respetando, en todo caso, lo establecido en la presente Ley, los aparcamientos se rigen, en su 
defecto, por la voluntad de las partes y supletoriamente por lo dispuesto en las disposiciones 
generales de las obligaciones y contratos y por los usos y costumbres del lugar».  
La norma no es del todo correcta, pues queda claro que algunas de sus disposiciones no son 
imperativas si no más bien dispositivas (por ejemplo, el art. 5.4 LCAV , relativo al arbitraje de 47
consumo), así como que también puede ser calificada de superflua por repetir lo ya dispuesto en el 
propio art. 1258 CC en lo relativo a la subsidiariedad de los usos y costumbres.  
La LCAV recoge la regulación específica para una nueva figura contractual, que no aparece 
en el Derecho codificado, ni civil, ni mercantil. Por tanto y de acuerdo al nombrado art. 7, el 
régimen subsidiario aplicable estará constituido en primer lugar por las reglas generales contenidas 
en el Código Civil, y cuando estas sean insuficientes, se podrían tener en cuenta, por vía de la 
analogía, las normas específicas de los contratos cuyos elementos aglutina el contrato de 
aparcamiento, teniendo en cuenta la intención y finalidad de las partes.  
Esta era la posición de la jurisprudencia menor, que acudía a las normas generales de 
obligaciones y raramente aplicaba al caso las normas relativas al arrendamiento y al depósito, aun 
cuando reconocía que la naturaleza del contrato participaba de elementos de ambos tipos.  
La SAP de Barcelona de 17 de marzo de 1994 manifestó: «en todo caso es lo cierto que la 
especial relación que liga a las partes no se adapta fácilmente a ningún contrato normado y que la 
 Conviene matizar, que este art. 71 quedó derogado con la entrada en vigor del Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 46
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, cuyo art. similar aparece con el cardinal 84. 
 «En relación con la reclamación de indemnizaciones por daños y perjuicios contra el titular del aparcamiento, el 47
usuario puede solicitar la mediación y el arbitraje de las Juntas Arbitrales de Consumo, de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje».
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variedad de circunstancias en la que se desenvuelven estos contratos debe suponer la 
individualización de responsabilidad en base a los preceptos genéricos que regulan las 
obligaciones», a continuación se relacionaba el art. 1766  del CC con el 1101  del mismo texto.  48 49
1.3 Referencia a otras normas de aplicación en casos especiales 
1.3.1 La Ley de Condiciones Generales de la Contratación y el Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de Consumidores y Usuarios 
En la exposición de motivos de la propia LCAV se señala lo siguiente: «la realidad social 
impone la consideración legal de la relación jurídica establecida en torno a la figura del 
aparcamiento de vehículos de motor, atendida la masificación del fenómeno». Además de esto, el 
art. 3.1.d) de la LCAV nos indica una de las obligaciones que tiene el titular del aparcamiento: 
«indicar por cualquier medio que posibilite su conocimiento antes de contratar y de manera 
fácilmente perceptible los precios, horarios y las normas de uso y funcionamiento del 
aparcamiento, incluido si es práctica habitual del aparcamiento requerir al usuario la entrega de 
las llaves del vehículo». 
La ya numerosas veces nombrada STS de 22 de octubre de 1996, califica el contrato de 
aparcamiento como un contrato «con carácter de contrato de adhesión», aludiendo también a la 
entonces vigente LCU. Esta Sentencia nos permite delimitar diferentes aspectos que deben ser 
tratados a parte: por un lado, la consideración del contrato de aparcamiento como contrato de 
adhesión o como un contrato que contiene condiciones generales de contratación; y por otra, la 
aplicación de la normativa protectora hacia consumidores en cuanto a cláusulas abusivas se refiere. 
Desde nuestro punto de vista, no existe duda alguna respecto de la naturaleza del contrato de 
aparcamiento como contrato que contiene condiciones generales, pues el empresario que es titular 
del parking o recinto, predispone una serie de cláusulas contractuales con la intención de que sean 
aplicadas a una pluralidad de contratos (los que se celebren con los usuarios). Para ello, 
 «El depositario está obligado a guardar la cosa y restituirla, cuando le sea pedida, al depositante, o a sus 48
causahabientes, o a la persona que hubiese sido designada en el contrato. Su responsabilidad en cuanto a la guarda y 
la pérdida de la cosa, se regirá por lo dispuesto en el título I de este libro».
 «Quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus 49
obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren al tenor de 
aquéllas».
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empezaremos por encuadrar la normativa contenida en la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre 
Condiciones Generales de la Contratación, con el contrato de aparcamiento y la LCAV.  
El art. 1 de la LCGC define las cláusulas con condiciones generales como: «las cláusulas 
predispuestas cuya incorporación al contrato sea impuesta por una de las partes, con 
independencia de la autoría material de las mismas, de su apariencia externa, de su extensión y de 
cualquiera otras circunstancias, habiendo sido redactadas con la finalidad de ser incorporadas a 
una pluralidad de contratos».  
Debemos tener en cuenta que la LCGC solo se aplica en los contratos celebrados entre un 
profesional (también llamado predisponente) y cualquier persona física o jurídica (también llamado 
adherente) . Pero es que además, si el adherente es un consumidor, en el sentido en el que lo define 50
el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias; 
también deberemos aplicar dicho texto, como examinaremos más adelante. En el Título II del Libro 
II del TRLGDCU se hace una definición de lo que es considerado como una cláusula abusiva, en el 
art. 82.1: «se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de las 
exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio 
importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato», esta 
definición de cláusula abusiva, se reserva para los contratos celebrados para aquellos en que una de 
las partes contratantes es considerada consumidor.  
La nulidad es la sanción que ambos textos legales aplican en caso de la existencia de una 
cláusula abusiva cuando el contrato se haya celebrado con un consumidor. La LCGC lo regula en su 
art. 8.2: «En particular, serán nulas las condiciones generales que sean abusivas, cuando el 
contrato se haya celebrado con un consumidor, entendiendo por tales en todo caso las definidas en 
el artículo 10 bis y disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios», mientras que el TRLGDCU, lo hace en su cardinal 
83.1: «Las cláusulas abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas. A estos 
efectos, el Juez, previa audiencia de las partes, declarará la nulidad de las cláusulas abusivas 
incluidas en el contrato, el cual, no obstante, seguirá siendo obligatorio para las partes en los 
mismos términos, siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas. Las condiciones incorporadas 
 Art. 2.1 de la LCGC: «La presente Ley será de aplicación a los contratos que contengan condiciones generales 50
celebrados entre un profesional -predisponente- y cualquier persona física o jurídica -adherente».
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de modo no transparente en los contratos en perjuicio de los consumidores serán nulas de pleno 
derecho». Además, si las cláusulas tienen el carácter de Condiciones Generales de Contratación, 
quedan también sometidas a la LCGC, aunque estemos ante un consumidor: «Los contratos con 
consumidores y usuarios que incorporen condiciones generales de la contratación están sometidos, 
además, a la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación» . 51
Como conclusión a todo lo dicho, es claro que a los contratos de aparcamiento, tal y como 
los delimita la LCAV, se les aplicará normalmente tanto la LCGC  como el TRLGDCU en materia 52
de cláusulas abusivas, siempre y cuando el usuario se adecúe al concepto legal de consumidor 
contenido en esta última norma.  
Una de las obligaciones del titular del aparcamiento, según el art. 3.1.b LCAV es: «entregar 
al usuario en formato papel o en cualquier otro soporte duradero que permita su conservación, 
incluidos los soportes que permitan el acceso a registros telemáticos o electrónicos, un justificante 
o resguardo del aparcamiento. En el justificante se hará constar, en todo caso, la identificación del 
vehículo y si el usuario hace entrega al responsable del aparcamiento de las llaves del vehículo. De 
esta obligación de identificación estarán exentos los aparcamientos de uso exclusivo para clientes 
de establecimientos comerciales con sistemas de control de acceso y cuyo horario coincida con el 
del establecimiento. El vehículo se identificará mediante su matrícula o cualquier marcador que 
permita tal identificación en el justificante o resguardo del aparcamiento entregado al usuario. En 
el estacionamiento rotatorio se hará constar en el justificante, además, el día, hora y minuto de 
entrada».  
En caso de estacionamiento rotatorio, en el ticket o resguardo no se incorporan normalmente 
las cláusulas contractuales, si no que estas suelen estar contenidas en avisos expuestos. En la 
práctica esto se traduce en la aparición de las mismas a través del anuncio o exposición en el local 
destinado a recibir los vehículos (por ejemplo en la entrada del mismo), por tanto, dado esta 
situación habrá que analizar las normas en cuanto a la inclusión de condiciones generales en el 
contrato .  53
 Art. 59.3 TRLGDCU.51
 Pues no estamos ante uno de los contratos excluidos de su aplicación. Dice el art. 4 de esta Ley: «la presente Ley no 52
se aplicará a los contratos administrativos, a los contratos de trabajo, a los de constitución de sociedades, a los que 
regulan relaciones familiares y a los contratos sucesorios. Tampoco será de aplicación esta Ley a las condiciones 
generales que reflejen las disposiciones o los principios de los Convenios internacionales en que el Reino de España 
sea parte, ni las que vengan reguladas específicamente por una disposición legal o administrativa de carácter general y 
que sean de aplicación obligatoria para los contratantes».
 ARROYO APARICIO, A., op. cit. p. 46.53
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Los requisitos de inclusión o incorporación consisten en las exigencias de naturaleza formal 
que ha de cumplir quien utiliza condiciones generales, a fin de que las mismas se consideren 
incorporadas válidamente al contrato .  54
El art. 5 de la LCGC es el encargado de regular los requisitos de incorporación de cláusulas 
generales, y en cuanto a la parte que resulta de aplicación a los contratos de aparcamiento previstos 
por la LCAV, estaremos a los dispuesto en el art. 5.3: «cuando el contrato no deba formalizarse por 
escrito y el predisponente entregue un resguardo justificativo de la contraprestación recibida, 
bastará con que el predisponente anuncie las condiciones generales en un lugar visible dentro del 
lugar en el que se celebra el negocio, que las inserte en la documentación del contrato que 
acompaña su celebración; o que, de cualquier otra forma, garantice al adherente una posibilidad 
efectiva de conocer su existencia y contenido en el momento de la celebración».  
Por tanto, el ticket  recibido a la entrada de un local, fruto de un contrato de 55
estacionamiento rotatorio, no es un resguardo significativo de la contraprestación, aunque sí lo será 
una vez abonado el precio antes de realizar la salida del parking. 
Este ticket puede ser entregado tanto por máquinas automáticas como por un empleado. Lo 
que resulta preciso en este tipo de contratos es que haya un anuncio visible, como ya deja claro el 
propio art. 5.3. El aviso o anuncio debe estar en un lugar visible dentro del lugar donde se celebre el 
negocio, y en él se deben contener las condiciones generales a las que el usuarios se va a adherir. 
Este anuncio debe hacerse mediante cartel o mediante aviso escrito, pues se descarta totalmente el 
mero aviso oral .  56
Deberemos tener también en consideración el art. 5.5 LCGC que estipula que: «la redacción 
de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios de transparencia, claridad, concreción y 
sencillez. Las condiciones incorporadas de modo no transparente en los contratos en perjuicio de 
los consumidores serán nulas de pleno derecho». Estos son los requisitos de redacción que se 
exigen en todos los contratos que contienen condiciones generales, y cuyo fin es que el texto sea 
totalmente comprensible para el adherente, que recordemos, no tiene por qué ser un experto en la 
materia. De lo contrario, estas cláusulas pueden tenerse por no puestas, como especifica, entre otras 
cosas, el art. 7 LCGC: «no quedarán incorporadas al contrato las siguientes condiciones 
generales: a) Las que el adherente no haya tenido oportunidad real de conocer de manera 
 PAGADOR LÓPEZ, J.M., Condiciones Generales de la Contratación y Cláusulas Abusivas, 1ª edición, Lex Nova, 54
Valladolid, 2000, pp. 221 y ss. 
 Como hemos expuesto en el art. 3.1.b) LCAV, la finalidad del ticket es la de consignar el día y hora de entrada, para 55
la posterior fijación del precio. 
 ARROYO APARICIO, A., op. cit. p. 47.56
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completa al tiempo de la celebración del contrato o cuando no hayan sido firmadas, cuando sea 
necesario, en los términos resultantes del artículo 5. b) Las que sean ilegibles, ambiguas, oscuras e 
incomprensibles, salvo, en cuanto a estas últimas, que hubieren sido expresamente aceptadas por 
escrito por el adherente y se ajusten a la normativa específica que discipline en su ámbito la 
necesaria transparencia de las cláusulas contenidas en el contrato».  
Por otro lado, si el usuario del parking cumple la condición de consumidor que regula el art. 
3 del TRLGDCU, esta norma será de aplicación al mismo. El art. 3 recoge el concepto general de 
consumidor y usuario de la siguiente forma: «a efectos de esta norma y sin perjuicio de lo dispuesto 
expresamente en sus libros tercero y cuarto, son consumidores o usuarios las personas físicas que 
actúen con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión. Son 
también consumidores a efectos de esta norma las personas jurídicas y las entidades sin 
personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad comercial 
o empresarial» .  57
Por lo general, es habitual que el usuario del parking se acomode al concepto de consumidor 
que aporta el TRLGDCU y que acabamos de exponer, ya que parece lógico pensar que al utilizar el 
aparcamiento, a cambio de una prestación y en función del tiempo real de prestación del servicio, 
no está actuando dentro de una actividad profesional propia. En este sentido podemos considerar 
que el concepto de usuario que utiliza la LCAV se acerca, a grandes rasgos, al concepto de 
consumidor que estamos revisando. Por ello es normal que se le aplique el TRLGDCU, en materia 
de cláusulas abusivas, tanto a una persona considerada consumidor en sentido estricto , como si se 58
celebra con una persona cuya actividad principal no presenta conexión alguna con la utilización del 
parking . En definitiva, el concepto de usuario que utiliza la LCAV es similar al concepto de 59
consumidor del TRLGDCU, si bien encierra un concepto más amplio que el de consumidor en 
sentido estricto. La normativa que habrá de ser tenida en cuenta será la contenida en el Libro II, 
Título II, del TRLGDCU, es decir, la relativa a las cláusulas abusivas.  
 En el propio preámbulo del texto refundido, se dice además que: «el consumidor y usuario, definido en la ley, es la 57
persona física o jurídica que actúa en un ámbito ajeno a una actividad empresarial» y que: «interviene en las 
relaciones de consumo con fines privados, contratando bienes y servicios como destinatario final, sin incorporarlos, ni 
directa, ni indirectamente, en procesos de producción, comercialización o prestación de terceros».
 Piénsese en el particular que utiliza un parking para acudir a ver una obra de teatro, por ejemplo. 58
 Piénsese en el abogado que va al juzgado. 59
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El TRLGDCU exige una serie de requisitos formales en cuanto a la formulación de las 
cláusulas abusivas en aras de garantizar la prestación del consentimiento del consumidor, que 
podrían resumirse en que deben ser de redacción clara, concreta, sencilla y comprensible. A parte de 
estos requisitos formales, existe un control de contenido específico, que se concreta en la 
adecuación de las cláusulas a la buena fe y al justo equilibrio de los derechos y obligaciones de las 
partes . Se consideraran pues abusivas, todas las estipulaciones no negociadas individualmente y 60
que no cumplan con los requisitos expuestos, así como las que no se adecúen a lo expuesto en los 
arts. 85 y siguientes del TRLGDCU. De este extenso articulado haremos referencia quizá a aquellos 
puntos que pueden tener mayor importancia en relación con el contrato de aparcamiento: a) la 
exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del consumidor por 
incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del empresario (art. 86.1 TRLGDCU), b) 
la exclusión o limitación de la responsabilidad del empresario (art. 86.2 TRLGDCU), c) la 
imposición de renuncias o limitación de derechos del consumidor (art. 86.6 y 86.7 TRLGDCU), y 
d) la negativa expresa al cumplimiento de las obligaciones o prestaciones propias del empresario 
(art. 89.6 TRLGDCU).  
1.3.2 Normativa relativa al arbitraje 
El art. 5.4 de la LCAV expone: «en relación con la reclamación de indemnizaciones por 
daños y perjuicios contra el titular del aparcamiento, el usuario puede solicitar la mediación y el 
arbitraje de las Juntas Arbitrales de Consumo, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 
de diciembre, de Arbitraje».  
En primer lugar, debemos tener en cuenta que la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, ha sido 
derogada por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; por lo que la referencia del art. 5.4 
de la LCAV ya no es correcta, y deberá atenderse a lo prescrito en esta nueva Ley .  61
 Art. 80 TRLGDCU: «En los contratos con consumidores y usuarios que utilicen cláusulas no negociadas 60
individualmente, incluidos los que promuevan las Administraciones públicas y las entidades y empresas de ellas 
dependientes, aquéllas deberán cumplir los siguientes requisitos. a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, 
con posibilidad de comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se faciliten previa o 
simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberá hacerse referencia expresa en el 
documento contractual. b) Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor y usuario el conocimiento 
previo a la celebración del contrato sobre su existencia y contenido. En ningún caso se entenderá cumplido este 
requisito si el tamaño de la letra del contrato fuese inferior al milímetro y medio o el insuficiente contraste con el fondo 
hiciese dificultosa la lectura. c) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en 
todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas».
 Resulta extraño que el legislador no aprovechara la reforma realizada por la Ley 44/2006, de mejora de la protección 61
a los consumidores, para corregir esta incorrecta remisión. 
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La Ley 44/2006 así como la Ley 3/2014, de 27 de marzo, modificaron diversos aspectos del 
sistema arbitral que se incorporaron al TRLGDCU, y en resumen, podemos decir que lo que se ha 
conseguido es aumentar la protección del usuario ante fórmulas arbitrales que no sean siempre 
lícitas garantizando la no renuncia previa de los derechos legalmente reconocidos antes de que surja 
un posible conflicto . 62
Finalmente, y sin adentrarnos más en esta materia, señalaremos que el RD 231/2008, de 15 
de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo, es la norma vigente y aplicable a 
este tipo de arbitraje al que se ha hecho referencia (y que, como bien se expresa en la norma, es un 
tipo de arbitraje conocido como arbitraje de consumo), cuyos rasgos básicos son la voluntariedad y 
el sometimiento al mismo por la vía escrita, por medios electrónicos o por cualquier otra forma 
admitida legalmente (arts. 57 y 58 del TRLGDCU).  
Estamos ante un arbitraje voluntario, gratuito, rápido, sin formalidades excesivas, 
unidireccional y de equidad. Un arbitraje especializado, por lo que solamente de forma supletoria 
será aplicable la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
2. Ámbito de aplicación de la LCAV 
2.1 Criterios de inclusión 
El art. 1.1 de la LCAV, modificado por la Ley 44/2006, delimita el ámbito de aplicación de 
la misma: «esta Ley establece el régimen jurídico aplicable a los aparcamientos en los que una 
persona cede, como actividad mercantil, un espacio en un local o recinto del que es titular para el 
estacionamiento de vehículos de motor, con los deberes de vigilancia y custodia durante el tiempo 
de ocupación, a cambio de un precio determinado en función del tiempo real de prestación del 
servicio».  
Por otra parte, el art. 1.2 se encarga de establecer las diversas modalidades del contrato de 
aparcamiento: «A los efectos de esta Ley, se consideran como modalidades de la prestación de este 
servicio: a) Estacionamiento con reserva de plaza en el que el titular del aparcamiento se obliga a 
mantener durante todo el período de tiempo pactado una plaza de aparcamiento a disposición 
 Así lo expone el propio art. 57.4 del TRLGDCU: «No serán vinculantes para los consumidores los convenios 62
arbitrales suscritos con un empresario antes de surgir el conflicto»
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plena del usuario. b) Estacionamiento rotatorio, en el que el titular del aparcamiento se obliga a 
facilitar una plaza de aparcamiento por un periodo de tiempo variable, no prefijado. 
En esta modalidad de estacionamiento rotatorio el precio se pactará por minuto de 
estacionamiento, sin posibilidad de redondeos a unidades de tiempo no efectivamente consumidas o 
utilizadas». 
En el art. 1, la Ley nos ofrece una definición de lo que es el contrato de aparcamiento, así 
como una definición técnica de la propia palabra aparcamiento, que es el que queda en todo caso 
sometido a la Ley. El propio art. 3 LCAV se refiere a esta modalidad de la palabra aparcamiento al 
hablar de las obligaciones del titular del aparcamiento. Pero en otras ocasiones, la Ley emplea la 
palabra aparcamiento en su sentido amplio y literal, es decir, como «lugar o recinto destinado a 
aparcar vehículos» , como sucede, por ejemplo, en el art. 3.1.a) cuando se hace referencia al 63
«espacio de aparcamiento del vehículo». Igualmente la LCAV utiliza el término estacionamiento en 
su sentido literal y usual, es decir como «lugar o recinto destinado a estacionar vehículos» . 64
Conviene matizar desde ahora estos aspectos, para evitar posibles futuras confusiones a la hora de 
interpretar el articulado de la LCAV.  
Dejando de lado los aspectos terminológicos, resaltamos que la delimitación legal que hace 
la LCAV incluye la obligación de custodia por parte del titular, de manera que parte del contenido 
del contrato se ha incorporado en la definición del mismo. La doctrina ha criticado al legislador en 
este aspecto, pues bastaría con que el titular de un local destinado a aparcar vehículos omita la 
obligación de custodia de los mismos para lograr evadir la aplicación de esta Ley . Creemos que la 65
solución radica en hacer una interpretación que atienda al espíritu y finalidad de la norma, que lo 
que pretende es regular el aparcamiento público, como establece en su exposición de motivos.  
El examen del art. 1 LCAV nos permite identificar a una de las partes del contrato: la 
persona que cede, como actividad mercantil, un espacio del que es titular, para el estacionamiento 
de vehículos, a cambio de un precio y con deberes de vigilancia y custodia. A esta persona se la 
identifica como titular del aparcamiento (art. 3 LCAV). Esta persona puede ostentar la titularidad 
 Según la definición de «aparcamiento» del Diccionario de la Real Academia de la Lengua.63
 Según la definición de «estacionamiento» del Diccionario de la Real Academia de la Lengua.64
 CARRASCO PERERA, A., «Aparcamientos, una superfluidad normativa», Actualidad jurídica Aranzadi, Número 65
557, 2002, p.3
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del recinto a través de cualquier título, pues de la norma no se deduce lo contrario, por lo que podrá 
ser titular del mismo como propietario, pero también como usufructuario o arrendatario, por 
ejemplo.  
El titular podrá ser tanto una persona física, como jurídica, y la finalidad del contrato debe 
ser la cesión de un espacio en ese local que, por sus características resulte apto para estacionar un 
vehículo. La cesión se realiza con la finalidad específica de entregar un espacio al usuario que 
permita el estacionamiento de su vehículo a motor, que deberá ser identificado en el resguardo que 
debe entregar el titular del aparcamiento al usuario (art. 3.1.b) LCAV), correspondiendo al titular en 
todo caso, la custodia y vigilancia del vehículo durante el tiempo de ocupación.  
La otra parte contratante es el usuario, es decir, la persona que accede al local y realiza el 
estacionamiento del vehículo en el mismo. El término usuario comprende al público en general que 
utiliza el parking, y como ya hemos adelantado, no se corresponde totalmente con la noción de 
consumidor que desarrolla el TRLGDCU: si el parking es utilizado por los conductores de una 
empresa de autobuses, por ejemplo, estaríamos ante un caso en el que la persona no está actuando 
fuera de su ámbito profesional o empresarial, por lo que no podría encajar en la definición de 
consumidor. Aunque bien es cierto que la jurisprudencia no ha dudado, en numerosas ocasiones, en 
equiparar al usuario del parking con la figura del consumidor, para poder aplicar la normativa 
protectora en materia de cláusulas abusivas.  
La LCAV regula dos modalidades de prestación de servicio, como queda descrito en su 
artículo 1.2. Estas modalidades son el estacionamiento con reserva de plaza y el estacionamiento 
rotatorio.  
En el estacionamiento con reserva de plaza, el titular del aparcamiento se obliga a mantener 
durante todo el período de tiempo pactado una plaza de aparcamiento a disposición plena del 
usuario, mientras que en el estacionamiento rotatorio el titular del aparcamiento se obliga a facilitar 
una plaza de aparcamiento por un periodo de tiempo variable, no prefijado. En esta modalidad de 
estacionamiento rotatorio el precio se pacta por minuto de estacionamiento, sin posibilidad de 
redondeos a unidades de tiempo no efectivamente consumidas o utilizadas.  
Cabe recordar que esta diferenciación entre ambas modalidades fue introducida por la Ley 
44/2006 de mejora de la protección de los consumidores, pues antes solo se recogía la modalidad 
que ahora novedosamente se denomina de estacionamiento rotatorio. Este dato es relevante, pues la 
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doctrina y jurisprudencia, antes de la Ley 44/2006 no consideraban incluido en la LCAV el 
estacionamiento con reserva de plaza, y por tanto lo excluían de su ámbito de aplicación.  
Por tanto, queda claro que en la redacción originaria de la LCAV se regulaba el contrato de 
aparcamiento, pero no el contrato de garaje (en sentido estricto), también llamado contrato de 
pupilaje, ambas figuras distinguidas por la famosa STS de 22 de octubre, en su FD 4º, en los 
siguientes términos: «en la práctica, y de acuerdo con la semántica corriente atendiendo al 
concepto de negocio, en sentido económico, “garaje” es palabra que aparece constreñida a locales 
reservados cuyo uso queda limitado a usuarios habituales que guardan en él sus coches, en plaza 
determinada, ya sea de su propiedad, ya sea arrendada por precio único que no tiene en cuenta las 
horas de permanencia ni los días, sino períodos temporales de mayor duración (meses o años…), 
mientras que el aparcamiento o parking, entendido, más allá de su acepción neutra, como empresa 
que cobra un canon, supone un local o terreno acotado (al que no se puede entrar libremente con el 
vehículo) con casetas o controles de acceso, en los que se expende, manual o mecánicamente, un 
tique o boleto que principalmente marca la hora y el día de entrada del vehículo conducido por el 
usuario que debe estacionarlo en cualquiera de las plazas disponibles, circunstancia que 
generalmente se anuncia, por medio de una oferta pública, según carteles avisadores que indican si 
el espacio destinado se halla “completo” (sin ninguna plaza disponible) o “libre” (con plazas 
disponibles) y, con casetas o controles de salida que obligan para retirar y llevarse el coche a 
abonar antes el precio establecido por horas o días de permanencia, conforme a módulos 
proporcionales».  
Durante la redacción originaria de la LCAV, ya algunas Sentencias de las Audiencias 
Provinciales plantearon la posibilidad de aplicar analógicamente la LCAV a los aparcamientos por 
meses o años. La SAP de Zaragoza, de 19 de noviembre de 2004, en su FD 2º, señala que aunque la 
LCAV se refiera a estacionamientos de poca duración, debería considerarse aplicable a supuestos en 
los que el aparcamiento se da por un tiempo prolongado, cuando en el mismo emplazamiento 
existan plazas para estacionamientos por meses y años y plazas para períodos más cortos de tiempo. 
En la Exposición de Motivos de la LCAV, tras la reforma de la Ley 44/2006, se dice, en el 
apartado IX, que lo que se pretende es aplicar la Ley a «todas las actividades de estacionamiento 
realizadas en el marco de una actividad empresarial o profesional sean con reserva de plaza o 
estacionamientos rotatorios».   
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Mención especial merece la disposición final 1ª de la LCAV, que hace referencia al depósito 
por mandato judicial o administrativo. La disposición determina que: «a los efectos de esta Ley se 
considera relación contractual la que se establezca entre el titular del aparcamiento y el del 
vehículo, cuando el mismo haya sido depositado en cumplimiento de un mandato judicial o 
administrativo, reservándose acción directa del titular del aparcamiento frente a la persona titular 
del vehículo». De esta manera la LCAV permite que surja una relación contractual entre el titular 
del vehículo y el del aparcamiento cuando una orden judicial o administrativa obliga al depósito. 
Estaríamos ante un caso especial, pues se estaría dando un contrato forzoso entre ambas partes, que 
forjan una relación jurídica válida aun cuando no concurre la voluntad de las mismas (o incluso 
cuando se va en contra de su propia voluntad). Se da pues un contrato en el que las partes no 
intervienen, sino que es la propia Ley la que lo origina y lo dota de contenido.  
El propio artículo estipula la capacidad de acción directa del titular del aparcamiento frente 
al titular del vehículo, algo que nos parece, cuanto menos, reiterativo, pues al sujetar a la LCAV este 
supuesto se está dotando a ambas partes de la posibilidad de hacer valer sus derechos a través de la 
misma.  
Hay que tener en cuenta que a este supuesto, además de la aplicación de la LCAV, se le 
deben aplicar otras normas propias del depósito judicial y administrativo. Sobre el titular del 
aparcamiento pesarán también las obligaciones derivadas del depósito, constituido en caso de 
mandato judicial en virtud del art. 627.1  LEC. 66
En caso de depósito administrativo, deberá tenerse en cuenta el RDL 6/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de vehículos 
a motor y seguridad vial, que atribuye la competencia a los municipios en cuanto a la «retirada de 
vehículos y su posterior depósito cuando obstaculicen, dificulten o supongan un peligro para la 
circulación, o se encuentren incorrectamente aparcados en las zonas de estacionamiento 
restringido, en las condiciones previstas para la inmovilización en este mismo artículo» .  67
 «El depositario judicial estará obligado a conservar los bienes con la debida diligencia a disposición del Tribunal, a 66
exhibirlos en las condiciones que el Secretario judicial le indique y a entregarlos a la persona que éste designe. A 
instancia de parte o, de oficio, si no cumpliere sus obligaciones, el Secretario judicial encargado de la ejecución, 
mediante decreto, podrá remover de su cargo al depositario, designando a otro, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal y civil en que haya podido incurrir el depositario removido».
 Art. 7.c) RDL 6/2015, de 30 de octubre.67
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2.2 Criterios de exclusión 
Para determinar el ámbito de aplicación de la LCAV, conviene atender también a los criterios 
que utiliza para excluir determinados aparcamientos de su sujeción. Esta tarea la realiza el art. 2, 
que establece lo siguiente: «Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta Ley: a) Los 
estacionamientos en las denominadas zonas de estacionamiento regulado o en la vía pública, tanto 
si exigen el pago de tasas como si éstas no se devengaren. b) Los estacionamientos no retribuidos 
directa o indirectamente. c) Cualesquiera otros que no reúnan los requisitos señalados en el 
artículo 1». 
Dejando de lado el aparatado c, que reitera, de forma negativa, lo expuesto en el art. 1 de la 
misma Ley, analizaremos los demás apartados.  
El apartado a) hace referencia a los estacionamientos realizados en zonas de estacionamiento 
regulado o en la vía pública, tanto si son gratuitos como si exigen el pago de una tasa. La 
distribución y ordenación de aparcamientos en estas zonas, están reguladas en las Ordenanzas 
Municipales de Circulación que elabora cada Municipio, pues así lo deja claro el art. 7.b) del RDL 
6/2015, de 30 de octubre .  68
Con anterioridad a la LCAV, la jurisprudencia menor venía negando ya el derecho de guarda 
y custodia de los aparcamientos controlados en superficie o «zonas azules» . Cabe mencionar 69
algún caso aislado, como el que se da en la SAP de Córdoba de 5 de octubre de 1998, en el que al 
estar los aparcamientos vigilados por asociaciones autorizadas por los ayuntamientos, se consideró 
que podían generarse obligaciones de guardia y custodia. 
La Ley 44/2006 modificó la redacción del apartado b) de la LCAV. Anteriormente se 
excluían del ámbito de la LCAV los estacionamientos gratuitos, así como los accesorios a otras 
instalaciones. Esta antigua redacción era problemática pues parecía considerar ambos requisitos 
 «Corresponde a los Municipios: b): La regulación mediante ordenanza municipal de circulación, de los usos de las 68
vías urbanas, haciendo compatible la equitativa distribución de los aparcamientos entre todos los usuarios con la 
necesaria fluidez del tráfico rodado y con el uso peatonal de las calles, así como el establecimiento de medidas de 
estacionamiento limitado, con el fin de garantizar la rotación de los aparcamientos, prestando especial atención a las 
necesidades de las personas con discapacidad que tienen reducida su movilidad y que utilizan vehículos, todo ello con 
el fin de favorecer su integración social».
 Vid. SAP de Barcelona de 26 de septiembre de 1995.69
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(gratuidad y accesoriedad) como alternativos, de manera que no era necesario que concurrieran 
ambos para excluir la aplicación de la LCAV al caso concreto. Surgieron dudas respecto de los 
estacionamientos accesorios a otras instalaciones, pues se dejaba sin protección ni garantía alguna al 
vehículo aparcado en las mismas, siendo además que en ocasiones se trataba de recintos cerrados y 
de carácter remuneratorio. Por otro lado, la jurisprudencia menor optaba por considerar el carácter 
de accesoriedad en un sentido estricto: «no ha de atenderse tanto al dato material de la relación de 
los espacios físicos donde se ejerce la actividad comercial y donde se llevan a cabo los 
establecimientos de los vehículos sino al carácter funcional que el aparcamiento tenga respecto a 
la actividad que se desarrolle en otras instalaciones, de tal manera que cuando su utilización se 
haga en función de esta última, el régimen del estacionamiento quedará subsumido en el de la 
relación principal, siempre y cuando esa relación funcional tenga carácter exclusivo (p. ej. 
aparcamiento de un hotel en el que la tarifa del propio aparcamiento se incluye en la prestación 
general de hospedaje); por el contrario, cuando el servicio de estacionamiento sea ofertado junto a 
otro principal pero de forma independiente y optativa para el usuario hay que entender que no se 
da la relación de dependencia a la que se refiere la Ley» . 70
La misma Sentencia hizo referencia a que no puede ser considerado como gratuito un 
aparcamiento al tener que abonar determinada cantidad si el parking está abierto a cualquier 
ciudadano y si además un lapso de tiempo (por ejemplo la primera media hora) es gratuito. 
También citamos la SAP de Madrid, de 16 de septiembre de 2004, que consideró la 
inexistencia de responsabilidad por parte de un centro comercial en el que había sido robado un 
vehículo, pues el aparcamiento del mismo era gratuito y de libre acceso.   
En resumen, parece que la nueva redacción del apartado b) supone, en lo general, una 
mejora, al excluir del ámbito de aplicación «los estacionamientos no retribuidos directa o 
indirectamente», sin más.  
3. Calificación y naturaleza del contrato de aparcamiento 
Como ya hemos expuesto supra , con anterioridad a la LCAV, se mantuvo un intenso 71
debate respecto a la naturaleza del contrato de aparcamiento. Tras la promulgación de la Ley, el 
contrato de aparcamiento es ahora un contrato típico nuevo, que contiene elementos tanto del 
 SAP de Orense, de 24 de junio de 200470
 Vid. CAPÍTULO III. 71
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arrendamiento de cosas (una parcela o espacio de garaje de manera temporal y a cambio de un 
precio) como del contrato de depósito, siendo el vehículo la cosa sobre la que recae el deber de 
custodia y restitución. La LCAV ha plasmado lo que la jurisprudencia venía considerando, 
especialmente la ya nombrada STS de 1996, de manera que este contrato ya no es reconducible a 
ninguno de los contratos citados, pues estamos ante una nueva relación jurídica en la que el titular 
del aparcamiento asume la obligación de cesión de una plaza para el uso exclusivo del 
estacionamiento del vehículo, manteniendo la obligación de guardia y custodia sobre el mismo, a 
cambio de un precio que deberá abonar el usuario en función del tiempo de estacionamiento. Es por 
tanto acertado decir que el contrato de aparcamiento es un contrato bilateral y oneroso .  72
En este contrato existe pues un intercambio de prestaciones, mediante el que el usuario no 
busca solo un lugar donde aparcar su vehículo, si no que espera que el mismo le sea cuidado con la 
debida diligencia y posteriormente restituido en el mismo estado en que lo dejó. Recordemos que el 
hecho de que la cesión de una plaza en la que aparcar sea la que permita la guarda y custodia del 
vehículo por parte del garajista, no convierte una obligación en accesoria de la otra, pues existe una 
causa unitaria: el uso de una plaza vigilada a cambio de un precio; lo que impide entender que 
estemos ante dos contratos distintos. La causa complejo del contrato de aparcamiento lo aleja de los 
tipos contractuales con los que se conectan las prestaciones derivadas del mismo. 
El contrato de aparcamiento, ahora típico, tiene su propia regulación, que no es otra que la 
LCAV, como ha quedado claro a lo largo de nuestro estudio, y subsidiariamente, serán aplicables las 
normas generales en materia de obligaciones y contratos (art. 7 LCAV), esto impide aplicar 
directamente, por analogía, la regulación de los contratos de depósito y de arrendamiento, pues las 
obligaciones del contrato de aparcamiento presentan peculiaridades que lo diferencian de los otros 
tipos contractuales y solo si la normativa subsidiaria es insuficiente, estará justificada la aplicación 
analógica.  
Hablando ahora de la posible mercantilidad o no del contrato de aparcamiento, es clave 
señalar que la propia LCAV no se pronuncia al respecto, aunque sí es cierto que en su Exposición de 
Motivos se refiere a la necesidad de una regulación para evitar problemas «que se derivan al 
incardinar la regulación del aparcamiento en diversas figuras contractuales de nuestro 
 GALLEGO DOMINGUEZ, I., Comentarios a la Ley reguladora del contrato de aparcamiento de vehículos, 1ª 72
edición, Comares, Madrid, 2004, pp. 40 a 41. 
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ordenamiento civil». Tampoco la abundante jurisprudencia, tanto posterior como anterior a la 
LCAV, se ha planteado la naturaleza civil o mercantil del contrato. Es claro que estamos ante una 
normativa específica por sí misma, que no puede regular todas las cuestiones relativas a la 
modalidad del contrato y que debe integrarse con otras normas del ordenamiento jurídico español 
(con la normativa relativa a la protección de los consumidores y con la normativa relativa a las 
condiciones generales de contratación).   
Como reflexión diremos que, si bien en la mayor parte de los aparcamientos sometidos a la 
LCAV cabe considerar que el Código Civil resultará subsidiariamente aplicable, pueden existir 
supuestos que la Ley menciona como «servicios especiales», calificables como mercantiles .  73
 Art. 3.2 LCAV: «2. Los titulares de los aparcamientos que cuenten con un servicio especial para ello, podrán aceptar 73
y responsabilizarse también de la restitución de otros accesorios distintos de los señalados en el primer párrafo del 
apartado 1.c) de este artículo, así como de los efectos, objetos o enseres introducidos por el usuario en su vehículo, 
cuando: a) Hayan sido expresamente declarados por el usuario a la entrada del aparcamiento y el responsable de éste 
acepte su custodia. b) El usuario observe las prevenciones y medidas de seguridad que se le indiquen, incluida la del 
aparcamiento del vehículo o el depósito de los efectos, en la zona o lugar que estuviere habilitado al efecto para su 
vigilancia. En este tipo de aparcamientos deberá existir en el exterior de los mismos una información suficiente que 
permita identificar la prestación del servicio especial». Y art. 303 Ccom: «Para que el depósito sea mercantil se 
requiere: 1.º Que el depositario, al menos, sea comerciante. 2.º Que las cosas depositadas sean objeto de comercio. 3.º 
Que el depósito constituya por sí una operación mercantil, o se haga como causa o a consecuencia de operaciones 
mercantiles».
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CAPÍTULO V. OBLIGACIONES DE LAS PARTES  74
1. Obligaciones del titular del aparcamiento 
La STS de 22 de octubre de 1996, en su Fundamento de Derecho 6º, enumeraba ya las 
obligaciones del titular del aparcamiento, que más tarde fueron recogidas por el legislador a la hora 
de confeccionar la LCAV, ubicándolas en el art. 3.1 de la misma. El Alto Tribunal determinó que 
«obligaciones del titular son las de tener libre una plaza disponible para la ocupación y la de 
restitución del vehículo, cuando el cliente que ha pagado se disponga a retirarlo, con los 
consiguientes deberes de vigilancia y custodia durante el tiempo que se mantenga la ocupación». 
1.1 Cesión de un espacio 
El art. 3.1.a) de la LCAV recoge, en primer lugar, esta obligación del titular del 
aparcamiento: «facilitar al usuario al que se permita el acceso un espacio para el aparcamiento del 
vehículo». Esta obligación resulta muy importante, pues tener un espacio en el que estacionar el 
vehículo es uno de los principales fines perseguidos por el usuario, además de la guardia y custodia 
del mismo.  
Tras la reforma de la Ley 44/2006, apareció un nuevo problema en lo referente a esta 
obligación, pues ésta encaja perfectamente con la modalidad de estacionamiento rotatorio, si bien 
no parece tener mucho sentido cuando hablamos de la modalidad de estacionamiento con reserva de 
plaza. 
En el estacionamiento con reserva de plaza «el titular del aparcamiento se obliga a 
mantener durante todo el período de tiempo pactado una plaza de aparcamiento a disposición 
plena del usuario» , en cambio, en el estacionamiento rotatorio, la obligación nace en el caso de 75
que se permita el acceso, pues si el aparcamiento se encuentra completo, el titular debe utilizar 
todos los medios técnicos posibles para no permitir el acceso a los nuevos usuarios. Si 
efectivamente se celebra el contrato de estacionamiento rotatorio y el titular permite el acceso, nace 
la obligación de éste de tener un espacio disponible para el aparcamiento.  
 En su mayoría, el material utilizado para desarrollar este apartado es el contenido en la obra ya citada varias veces de 74
ARROYO APARICIO, A., así como el contenido en la jurisprudencia del TS y de las AAPP. 
 Art. 1.2.a) LCAV.75
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Como ya se ha señalado en reiteradas ocasiones, es en esta obligación donde aparece la 
conexión más intima con el contrato de arrendamiento, pues en éste existe igualmente la obligación 
de dar el goce o uso de una cosa por un tiempo determinado y precio cierto. Hay que tener, sin 
embargo, en cuenta las peculiaridades del contrato de aparcamiento en cuanto a lo que esta 
obligación se refiere, pues la cesión de la plaza por parte del titular del aparcamiento, se hace con el 
control de éste, y con una finalidad concreta: el estacionamiento de vehículos de motor. Además, si 
atendemos a la modalidad de estacionamiento rotatorio, hay que señalar que la vigencia del contrato 
viene determinada siempre por el usuario, que es el que tiene la libertad de retirar el vehículo 
cuando lo estime conveniente, respetando siempre los horarios y normas de uso del aparcamiento.  
No hay una norma específica que desarrolle la obligación del titular de mantener el buen 
funcionamiento de las instalaciones. Lo que sí que es claro es que el espacio cedido por el titular 
para estacionar el vehículo debe cumplir con las características necesarias para que se cumpla dicho 
fin (longitud adecuada, accesibilidad, ausencia de elementos que puedan causar inseguridad sobre el 
futuro estado del vehículo, acceso adecuado…). En la disposición adicional única de la LCAV se ha 
previsto también que «las Administraciones públicas, en la esfera de sus respectivas competencias, 
vigilarán especialmente que las disposiciones legales y reglamentarias en materia de promoción de 
la accesibilidad y eliminación de barreras sean de aplicación a estos espacios». 
Para justificar el buen funcionamiento de las instalaciones, podemos ponerlo en relación con 
el art. 1104 CC: «la culpa o negligencia del deudor consiste en la omisión de aquella diligencia que 
exija la naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo 
y del lugar. Cuando la obligación no exprese la diligencia que ha de prestarse en su cumplimiento, 
se exigirá la que correspondería a un buen padre de familia». Y, cuando el usuario cumpla con la 
condición de consumidor, con el art. 89.2 del TRLGDCU que considera abusiva «la transmisión al 
consumidor y usuario de las consecuencias económicas de errores administrativos o de gestión que 
no le sean imputables», con esto se pretende que los errores que sean imputables al profesional no 
sean eludidos, impidiendo que el mismo los atribuya a un infortunio, existiendo vinculación directa 
con la diligencia exigible según cada sector de actividad.  
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1.2 Entrega del justificante o resguardo e identificación del vehículo 
El art. 3.1.b) LCAV dispone que es obligación del titular del aparcamiento «entregar al 
usuario en formato papel o en cualquier otro soporte duradero que permita su conservación […] 
un justificante o resguardo del aparcamiento». Esta redacción surgió tras la reforma de la Ley 
44/2006, para intentar acomodar la norma a las dos modalidades de aparcamiento previstas, pero 
aún con ello, todavía existen algunas discordancias.  
Señala el artículo que el justificante o resguardo será «en formato papel o en cualquier otro 
soporte duradero que permita su conservación, incluidos los soportes que permitan el acceso a 
registros telemáticos o electrónicos», lo que debe resultar compatible también con el posible pago a 
través de bonos o tarjetas recargables. 
En segundo lugar, la norma dispone que en el justificante «se hará constar, en todo caso, la 
identificación del vehículo y si el usuario hace entrega al responsable del aparcamiento de las 
llaves del vehículo», hoy día esto resulta sencillo gracias a los lectores de matrículas que consignan 
las mismas en el justificante, lo que también le sirve al titular del aparcamiento para controlar los 
vehículos que se encuentran dentro del recinto.  
Surge aquí una discordancia con la modalidad de reserva de plaza, pues existen dudas de si 
cabe o no exigir un justificante donde se consigne la matrícula del vehículo, cada vez que el 
propietario lo estaciona, además de que el propietario puede estacionar en la misma plaza diversos 
vehículos de su propiedad, no siempre el mismo. El legislador intenta atenuar este desajuste al 
aclarar que «en el estacionamiento rotatorio se hará constar en el justificante, además, el día, hora 
y minuto de entrada», y que «el vehículo se identificará mediante su matrícula o cualquier 
marcador que permita tal identificación en el justificante o resguardo del aparcamiento entregado 
al usuario», es decir, la norma admite cualquier marcador que permita la identificación en el 
justificante o resguardo, por lo que cabría plantearse si en la modalidad de estacionamiento con 
reserva de plaza, sería suficiente con que el usuario mostrase, por ejemplo, una tarjeta identificadora 
de su contrato de reserva. Lo que sí que es cierto es que la vinculación del marcador con el 
justificante, hace ver que en estos casos, también se exige la entrega del mismo (aunque en este 
caso pueda ser en un soporte que permita el acceso a registros telemáticos o electrónicos). 
La norma también recoge una excepción a la obligación de identificación: «de esta 
obligación de identificación estarán exentos los aparcamientos de uso exclusivo para clientes de 
establecimientos comerciales con sistemas de control de acceso y cuyo horario coincida con el del 
establecimiento», esto permite liberar de la obligación al titular de un aparcamiento cuya actividad 
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principal no sea la de ofrecer un lugar para aparcar a los usuarios, lo que sucede por ejemplo, con el 
titular de un centro comercial.  
Se presume que el portador del resguardo, es el usuario legítimo del vehículo, y no es 
requisito imprescindible que conserve el resguardo cuando haya sufrido de extravío y pueda 
acreditar por otra vía que no ofrezca dudas, que es el titular del vehículo, es decir, que ejercite «su 
derecho sobre el vehículo para proceder a retirarlo» . Lo que es indiscutible, es que el justificante 76
acredita la entrada del vehículo en el recinto o parking, y permite la salida del mismo en el caso de 
estacionamiento rotatorio, una vez se ha pagado el precio. El resguardo acredita, salvo prueba en 
contrario, que el vehículo permaneció dentro del parking durante el tiempo de ocupación. 
La propia jurisprudencia sostiene, tras la sustracción de un vehículo que estaba custodiado 
en un parking, que «la posesión del resguardo de entrada del vehículo en el parking, unido a las 
actuaciones coetáneas llevadas a cabo por el demandante, determina que la sala no tenga duda de 
que el vehículo depositado era el señalado por el demandante» . 77
Antes de la promulgación de la LCAV, el justificante o resguardo era considerado por la 
jurisprudencia menor como uno de los posibles medios de prueba de acreditación de la existencia 
del contrato . También se ha considerado la existencia del contrato a través de la prueba 78
documental y testifical prestada, aún cuando no se disponía de ticket, que «tuvo que ser utilizado 
por la actora para salir del aparcamiento», y manifestando además que «la exigibilidad del 
resguardo no puede ser tan radical que se constituya a modo de un requisito imprescindible sin el 
cual toda reclamación devenga improsperable» . 79
Para resumir lo expuesto, podemos señalar que el resguardo o justificante debe ser entregado 
al usuario, y que el mismo cumple la función de identificar el vehículo y de acreditar la 
permanencia del mismo en el parking, salvando las diferencias que ya hemos expuesto en cuanto al 
contrato de aparcamiento rotatorio y al de reserva de plaza.  
 Art. 4.b) LCAV76
 SAP de Valencia de 19 de enero de 2000, FD 2º. 77
 Vid. SAP de Barcelona, de 27 de enero de 2000, SAP de Barcelona, de 30 de mayo de 2000, etc.78
 SAP de La Coruña, de 5 de febrero de 2003.79
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1.3 Obligación de guarda y custodia  
La obligación de guarda y custodia del vehículo constituye una parte del contenido esencial 
del contrato de aparcamiento, por la que el titular del recinto debe vigilar y custodiar el vehículo 
durante el tiempo que dure la ocupación de la plaza o espacio.  
Antes de la promulgación de la LCAV, doctrina y jurisprudencia debatían sobre la 
procedencia o no de esta obligación, según si la tesis seguida se decantaba más por un contrato 
mixto o de depósito, o por uno de arrendamiento. La STS de 22 de octubre de 1996, como ya 
sabemos, calificó el contrato como mixto o complejo y dispuso que «la seguridad, por tanto, 
aparece como elemento unido al contrato de aparcamiento, y con ello, la necesidad del deber de 
vigilancia, según exigen la buena fe y los usos, conforme al art. 1258 del Código Civil» , tras esta 80
afirmación, las AAPP siguieron la misma línea que la Sentencia del Supremo, manteniendo la 
obligatoriedad para el titular del aparcamiento de custodiar los vehículos.  
Tras la LCAV, la obligación de guarda y custodia es, a todas luces, exigible. El contenido de 
la obligación debe comprender tanto la genérica vigilancia del propio recinto o parking, como la 
específica de los vehículos que se encuentren dentro. Por tanto, estamos ante un deber de vigilancia 
general del espacio donde se desarrolla el contrato de aparcamiento, y donde este toma su razón de 
ser, como presupuesto anterior para la adecuada custodia del vehículo en sí . Tradicionalmente, y a 81
modo aclarativo, diremos que el legislador entiende los términos de vigilancia y custodia como 
equivalentes, ya que ambos comprenden la vigilancia o protección de la cosa frente a su posible 
sustracción u otros peligros externos.  
Hablando ahora de la extensión concreta de la obligación en el contrato de aparcamiento, 
cobra gran importancia la casuística en cada caso concreto, teniendo en cuenta si se está o no en un 
recinto cerrado, si existen o no cámaras de vídeo, vigilantes de seguridad, etc. Lo que es cierto es 
que corresponde en todo caso al titular del aparcamiento desplegar los medios necesarios para 
afianzar la seguridad del recinto. Esto hay que verlo desde un punto de vista tanto estático 
 FD 6º.80
 Algo similar ocurre con el contrato bancario de cajas de seguridad, en el que la obligación de custodia se extiende 81
tanto a la caja como al lugar donde se halla ubicada. 
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(garantizar la preparación adecuada ante riesgos normales), como dinámico (vigilancia permanente 
mediante los medios necesarios y durante el tiempo de ocupación).  
Importante es decir que la obligación de vigilancia y custodia se desvanece cuando sucede 
un caso claro de abandono del vehículo. El art. 6 LCAV establece que: «el titular del aparcamiento 
podrá utilizar el procedimiento previsto en el artículo 71 del texto articulado de la Ley sobre 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial cuando permanezca un vehículo 
estacionado de forma continuada en el mismo lugar del aparcamiento por un período de tiempo 
superior a seis meses de forma que se presuma racionalmente su abandono, bien por su propio 
estado, por los desperfectos que tenga y que hagan imposible su desplazamiento por medios 
propios, por no tener placas de matriculación o, en general, por aquellos signos externos que 
hagan presumir la falta de interés del propietario en su utilización. Corresponderá al titular del 
aparcamiento la prueba del abandono del vehículo y del transcurso del período de seis meses».  
El problema sería determinar cuándo decae la obligación de guarda y custodia, pues el art. 6 
LCAV no señala nada al respecto, y el plazo de 6 meses parece excesivo como tiempo por el cual 
debería mantenerse esta obligación de custodia del vehículo , además de que no parece muy fiable 82
basarse en los signos externos de deterioro de un vehículo cuando éste se encuentra guardado y 
custodiado en un recinto que en la mayoría de los casos no contempla el acceso a agentes externos.  
Cabe señalar, para finalizar, que la obligación de guarda y custodia se ha visto limitada en la 
propia LCAV, más concretamente en el art. 3.1.c), que procederemos a analizar a continuación.  
1.4 La obligación de restitución y su extensión 
Otro de los deberes del titular del aparcamiento es «restituir al portador del justificante, en 
el estado en el que le fue entregado, el vehículo y los componentes y accesorios que se hallen 
incorporados funcionalmente -de manera fija e inseparable- a aquél y sean habituales y ordinarios, 
por su naturaleza o valor, en el tipo de vehículo de que se trate. En todo caso, los accesorios no 
fijos y extraíbles, como radiocasettes y teléfonos móviles, deberán ser retirados por los usuarios, no 
alcanzando, en su defecto, al titular del aparcamiento la responsabilidad sobre restitución». 
 El plazo de 6 meses se acordó debido a que el plazo previsto por la Ley de Tráfico podía resultar breve en algunos 82
supuestos. 
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La Exposición de Motivos de la LCAV pretende abordar «la imprecisa regulación de la 
responsabilidad del titular del aparcamiento en orden a la restitución del vehículo y de sus 
accesorios u otros efectos, en términos que vienen a recoger y resolver los criterios y dudas 
planteadas por la jurisprudencia», pero, como observaremos, esto no se ha logrado del todo, pues 
existen diversos problemas en cuanto a la responsabilidad del titular del aparcamiento a la hora de 
la restitución del vehículo, que examinaremos a continuación.  
El art. 3.1.c) LCAV impone al titular del aparcamiento la obligación de restituir el vehículo 
al portador del resguardo «en el estado en que le fue entregado». Podríamos considerar que estamos 
ante una obligación similar a la contenida en el art. 1766 CC para el contrato de depósito, pero el 
legislador se ha encargado de regular propiamente la responsabilidad en orden a la restitución en lo 
relativo al contrato de aparcamiento, pues la obligación de restitución recae sobre el vehículo así 
como sobre «los componentes y accesorios que se hallen incorporados funcionalmente -de manera 
fija e inseparable- a aquél y sean habituales y ordinarios, por su naturaleza o valor, en el tipo de 
vehículo de que se trate». Debemos conectar esta obligación de restitución con el art. 5 LCAV, que 
dispone que «el titular del aparcamiento responderá, tanto frente al usuario como frente al 
propietario del vehículo, por los daños y perjuicios que respectivamente les ocasione el 
incumplimiento, total o parcial, de las obligaciones previstas en la Ley». Lo que se exige no es que 
el titular restituya materialmente el vehículo, sino que permita la retirada del vehículo en el estado 
en que le fue entregado, pues si no lo hace responderá por incumplimiento, dentro de los límites 
legales.  
En cuanto a  la restitución del vehículo en sí, señalar que la responsabilidad surgirá tanto por 
la sustracción como por cualquier daño producido al vehículo durante el tiempo de estacionamiento.  
Se nos plantea primero la duda de qué debemos entender por «componentes» y 
«accesorios», para delimitar mejor el objeto de restitución. Por componentes debemos entender 
aquellas partes sin las cuales el vehículo dejaría de serlo (carrocería, ruedas, motor), mientras que 
por accesorios cabría entender a los efectos de la LCAV, los que están incorporados funcionalmente 
al vehículo y que no son necesarios para que éste cumpla su finalidad primordial. El legislador 
exige que unos y otros estén incorporados de manera funcional, fija e inseparable al vehículo, 
aunque es claro que tal exigencia solo afecta a los accesorios, pues excluye de manera explícita 
entre estos los que sean extraíbles. Por otra parte, cabe señalar que algunos componentes del 
vehículo no son totalmente fijos (como por ejemplo, las ruedas), pero el titular del parking debe 
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responder por ellos, pues su obligación es restituir el vehículo en el estado en que le fue entregado, 
y de no ser así, se perdería la propia finalidad perseguida por el contrato.   
Conviene matizar ahora los conceptos de componentes «habituales» y «ordinarios», así 
como los términos imprecisos de «naturaleza» y «valor» de los mismos. Se siembra así la duda 
sobre los componentes y accesorios que son considerados «básicos o de serie» y los «extras». Está 
claro que la finalidad de la Ley no es extender la responsabilidad solamente a los componentes 
«habituales» y «ordinarios». En realidad, los componentes serán los habituales, mientras que los 
accesorios pueden no ser los habituales sino los que el propietario del vehículo ha incorporado en el 
mismo (por ejemplo, unas llantas de aleación). La restitución del vehículo será pues de la totalidad 
de sus componentes necesarios para que el mismo tenga la consideración de tal, así como de los 
accesorios que estén destinados funcionalmente al servicio del vehículo.  
Por tanto, si interpretamos de manera literal la LCAV, la responsabilidad del titular del 
aparcamiento únicamente se extiende a los «accesorios» que han de estar incorporados de manera 
funcional, fija e inseparable al vehículo (lo que con carácter general se da normalmente), de hecho, 
la propia ley excluye de la obligación de restitución los accesorios «no fijos y extraíbles», como los 
teléfonos móviles.  
De lo hasta aquí expuesto se deduce que el vehículo, con sus componentes y accesorios, que 
se incorporen funcionalmente a él y tengan la condición de fijos e inseparables, serán el objeto de 
restitución ,y la responsabilidad del titular se limita a tales términos.  
Por otro lado, la jurisprudencia menor anterior a la LCAV, mantenía que no cabe fragmentar 
el vehículo en distintos componentes para delimitar el deber de vigilancia respecto de alguno de 
ellos con exclusión de algún otro. Simplemente se mantenía una diferencia entre accesorios del 
vehículo (que presentan con él una relación de pertenencia) y objetos (que tienen una relación de 
mera inclusión con la máquina) . 83
En todo caso, el art. 3.1.c) LCAV excluye la responsabilidad del titular del aparcamiento 
respecto de los accesorios no fijos y extraíbles, que deberán ser retirados por los usuarios, 
suponiendo una limitación de responsabilidad favorable para el titular del aparcamiento. 
 Vid. SAP de Madrid de 27 de enero de 199583
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De todo se extrae que, en principio, solo los accesorios no fijos y extraíbles quedan 
excluidos, por lo que si por ejemplo un radiocassete viene incorporado de fábrica y no es extraible 
debería de quedar dentro de la esfera de responsabilidad del titular del aparcamiento.  
La jurisprudencia no sigue siempre este criterio. La SAP de Alicante de 24 de abril de 2003, 
aunque no aplica la LCAV al caso concreto por no considerar el supuesto de hecho sujeto a su 
competencia, la aplica como medio de orientación para resolver, de acuerdo a lo dicho por otras 
Audiencias que: conviene diferenciar claramente «entre lo que se puede considerar accesorios 
propio del vehículo que en realidad forma parte integrante del mismo ya por su propia naturaleza 
(p. ej. la rueda de repuesto) o por incorporación (p. ej. un aparato o equipo de música que de 
ordinario tienen instalado todos los vehículos), de aquellos otros objetos completamente extraños o 
ajenos al vehículo mismo, proclamando la obligación de responde en caso de sustracción de los 
primeros y no de los segundos» . Sin embargo, las más recientes Sentencias de Audiencias vienen a 84
interpretar estrictamente la LCAV.  
Con las limitaciones que prevé la LCAV no quedarían sometidos a la responsabilidad por 
vigilancia del titular del aparcamiento ni los «accesorios extraíbles», ni tampoco «objetos o enseres 
introducidos por el usuario en el vehículo». Es por ello que la LCAV ofrece la posibilidad de que 
los titulares de los aparcamientos cuenten con un servicio especial de vigilancia: «los titulares de 
los aparcamientos que cuenten con un servicio especial para ello, podrán aceptar y 
responsabilizarse también de la restitución de otros accesorios distintos de los señalados en el 
primer párrafo del apartado 1.c) de este artículo, así como de los efectos, objetos o enseres 
introducidos por el usuario en su vehículo, cuando: a) Hayan sido expresamente declarados por el 
usuario a la entrada del aparcamiento y el responsable de éste acepte su custodia. b) El usuario 
observe las prevenciones y medidas de seguridad que se le indiquen, incluida la del aparcamiento 
del vehículo o el depósito de los efectos, en la zona o lugar que estuviere habilitado al efecto para 
su vigilancia. En este tipo de aparcamientos deberá existir en el exterior de los mismos una 
información suficiente que permita identificar la prestación del servicio especial» , además 85
permite que «el titular del aparcamiento podrá establecer precios distintos o complementarios para 
la guarda y vigilancia de los efectos cuya custodia acepte» . 86
 FD. 1º.84
 Art. 3.2 LCAV.85
 Art. 3.3 LCAV.86
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Aún previéndose esta posibilidad, lo normal es que los titulares de los aparcamientos no 
incluyan este servicio, pues querrán, en la mayoría de los supuestos, limitar su responsabilidad 
dentro de la medida de lo posible, además de que parece que en este caso estamos más cerca de lo 
que se considera un contrato de depósito en sí mismo, que dentro del ámbito del contrato de 
aparcamiento de vehículos.  
Nuevamente lo recogido en la Ley contrasta con la postura que las Audiencias Provinciales 
venían manteniendo, pues tendían a incluir, en la obligación de guarda y custodia, los objetos 
usuales como prendas de abrigo y gafas , así como otros objetos que estuviesen dentro del 87
vehículo, siempre que se acreditara su existencia y que el usuario hubiera mostrado una diligencia 
adecuada.  
Como muestra de que la LCAV no ha logrado unificar las consecuencias y responsabilidades 
que debe acatar el titular del aparcamiento en cuanto a la restitución, conviene nombrar la SAP de 
Barcelona de 12 de marzo de 2004, emitida ya vigente la LCAV, aunque esta no se aplicó por 
considerar la Sala que se trataba de un supuesto excluido de su ámbito de aplicación. Señaló el 
Tribunal que: «la distinción que ahora ha introducido la Ley 40/2002 entre los deberes ordinarios 
(comprenden la devolución del vehículo y de los componentes y accesorios incorporados 
funcionalmente de modo fijo e inseparable) y extraordinarios (comprende solo los accesorios no 
fijos y otros enseres y objetos introducidos por el usuario en el vehículo siempre que haya 
declaración expresa por parte de éste) de restitución que asume el titular del aparcamiento, 
responde a criterios jurídicos que la denominada jurisprudencia menor había ido decantando en 
los últimos años». La Audiencia considera que no existe diferencia entre el criterio que las 
Audiencias venían manteniendo y la interpretación de la LCAV, pero además, considera que el 
titular del aparcamiento ha de responder de los daños causados a sus clientes, concretamente de la 
sustracción de efectos adquiridos en el propio establecimiento ya que la «sociedad vendedora ofrece 
a los usuarios de sus tiendas un servicio integral, sin reserva alguna […], que persigue la compra 
del mayor número de productos por éstos, en la confianza de que pueden ir depositando esas 
compras en un recinto seguro -se insiste en que la demandada reconoce que comete el parking a 
constante vigilancia- siempre que lo hagan cumpliendo por su parte las razonables medidas de 
 Vid. SAP de Madrid de 16 de enero de 2001. 87
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seguridad (ocultas en el interior del maletero y hallándose el turismo con las cerraduras 
bloqueadas». 
En esta Sentencia consta también el voto particular del Presidente en el que se manifiesta 
que el criterio a seguir debiera ser el de «responsabilizar al empresario por la conservación del 
vehículo y sus elementos fijos, no de pertenencias dejadas en su interior y relatadas como 
sustraídas».  
1.5 La obligación de indicar precios, horarios y normas de funcionamiento de parking 
El art. 3.1.d) LCAV obliga al titular del aparcamiento a «indicar por cualquier medio que 
posibilite su conocimiento antes de contratar y de manera fácilmente perceptible los precios, 
horarios y las normas de uso y funcionamiento del aparcamiento, incluido si es práctica habitual 
del aparcamiento requerir al usuario la entrega de las llaves del vehículo».  
Ya que el precio resulta un elemento esencial del contrato de aparcamiento, es de suma 
importancia el cumplimiento de esta obligación por parte del empresario, además de que éste debe 
cumplir las exigencias que le impone la Ley sobre Condiciones Generales de Contratación , y en el 88
caso de que el usuario sea consumidor, la normativa del TRLGDCU. 
La redacción del art. 1.2.b) y del art. 3.1.d) vino dada por la Ley 44/2006, que según su 
Exposición de Motivos introdujo en la LCAV «las fórmulas admisibles de cálculo del precio que 
debe de pagar el consumidor en los estacionamientos rotatorios». El cálculo del precio se ubica en 
el art. 1.2.b) que establece lo siguiente: «en esta modalidad de estacionamiento rotatorio el precio 
se pactará por minuto de estacionamiento, sin posibilidad de redondeos a unidades de tiempo no 
efectivamente consumidas o utilizadas». Lo que se pretendió con esta reforma fue eliminar la 
determinación del precio por hora o fracción, cuestión que la doctrina y jurisprudencia venían 
requiriendo desde hacía un tiempo, por considerarla una práctica abusiva.  
Cuando aún estaba vigente la redacción originaria de la LCAV, la SJM de 3 de enero de 
2005, expuso lo siguiente: «no podemos asumir como justo el comportamiento consistente en 
 Más concretamente, el art. 5 de la misma, que versa sobre los requisitos de incorporación de las condiciones 88
generales al contrato: «1. Las condiciones generales pasarán a formar parte del contrato cuando se acepte por el 
adherente su incorporación al mismo y sea firmado por todos los contratantes. Todo contrato deberá hacer referencia a 
las condiciones generales incorporadas. No podrá entenderse que ha habido aceptación de la incorporación de las 
condiciones generales al contrato cuando el predisponente no haya informado expresamente al adherente acerca de su 
existencia y no le haya facilitado un ejemplar de las mismas. 2. Los adherentes podrán exigir que el Notario 
autorizante no transcriba las condiciones generales de la contratación en las escrituras que otorgue y que se deje 
constancia de ellas en la matriz, incorporándolas como anexo. En este caso el Notario comprobará que los adherentes 
tienen conocimiento íntegro de su contenido y que las aceptan».
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imponer al usuario en todo caso, y sin posibilidad de negociación, el pago de una fracción 
temporal tan prolongada como una hora […] cuando nos encontramos ante un negocio en el que es 
esencialmente variable su duración, y que debe retribuirse por su ocupación efectiva, según la 
interpretación del art. 1 y 3 de la Ley 40/2002. Se produce, en consecuencia, una clara situación de 
desequilibrio en los derechos y obligaciones de las partes contratantes en perjuicio del actor, 
usuario o consumidor, que es la parte contractual más débil, ya que se beneficia exclusivamente a 
la parte predisponente, que ve incrementado el importe a percibir sin prestar nada a cambio, por 
unos servicios de vigilancia y custodia que no efectúa ni podrá disfrutar el usuario, pues no tiene 
en ningún caso una facultad de reserva de esa plaza […] De forma que una vez desocupada, el 
empresario puede volver a ceder la plaza, por lo que no se produce tampoco una pérdida por 
tiempos no consumidos. El tiempo facturado y cobrado no se reserva, sino que es susceptible de 
generar nuevos ingresos para el empresario, por lo que carece de justificación objetiva esta 
cláusula y deviene abusiva». 
1.6 La obligación de disponer de formularios de reclamaciones 
El art. 3.1.e) LCAV obliga al titular del aparcamiento a «disponer de formularios de 
reclamaciones». Es importante remarcar que con anterioridad a la promulgación de la LCAV, la 
hoja de reclamaciones ha obtenido valor probatorio en casos de daños y de sustracciones de 
objetos .  89
2. Obligaciones del usuario 
El usuario, como parte del contrato que es, también debe cumplir una serie de obligaciones 
que aparecen enumeradas y recogidas en la LCAV y que vamos a exponer a continuación; entre 
ellas: pagar el precio fijado, acreditar su derecho sobre el vehículo a la hora de retirarlo, declarar los 
objetos depositados en caso de servicio especial del art. 3.2 LCAV y seguir las normas e 
instrucciones indicadas por el responsable del aparcamiento. 
 Vid. SAP de Valencia de 25 de marzo de 2003, donde la hoja de reclamaciones sirvió como prueba para acreditar la 89
sustracción de una radio. 
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2.1 Pagar el precio 
El art. 4.a) LCAV, que fue modificado por la Ley 44/2006, impone al usuario la obligación 
de: «abonar el precio fijado para el aparcamiento en las condiciones acordadas». La famosa STS 
de 22 de octubre de 1996, ya reconocía como obligación del usuario la de abonar el precio: 
«obligaciones principales del usuario son la de pagar el canon ya que, en otro caso, no puede 
retirar el vehículo». Si bien es cierto que, en la actualidad, esta afirmación solo es aplicable para el 
estacionamiento de tipo rotatorio, pues en el estacionamiento con reserva de plaza habrá que estar a 
las condiciones pactadas por las partes.  
Centrándonos en el estacionamiento rotatorio y en los elementos del pago, comenzando 
primeramente por el sujeto, señalar que el susodicho pago podrá hacerse por el portador del 
resguardo o justificante, así como por cualquier otra persona . Hay que tener en cuenta lo previsto 90
en el art. 4.b) LCAV, pues se debe exhibir el justificante o resguardo, y en caso de extravío, el 
deudor deberá: «acreditar […] su derecho sobre el vehículo para proceder a retirarlo».  
El objeto mediante el que se paga el precio es una cantidad de dinero determinada conforme 
a los criterios que la propia LCAV recoge y hemos expuesto, recordando la reiterada prohibición del 
redondeo de los precios al alza por unidades de tiempo no consumidas efectivamente, y 
permitiéndose normalmente el uso de medios de pago como tarjetas de crédito o bonos especiales. 
Una vez que se ha pagado el precio, el usuario tiene derecho a obtener un recibo de pago , que 91
normalmente imprimen las propias máquinas expendedoras donde se realiza el abono y expedición 
de documentos. Como ya hemos dejado ver, las Audiencias han venido permitiendo el recibo de 
pago como un medio probatorio del efectivo estacionamiento del vehículo .  92
Por lo que respecta al momento del abono del precio, en la modalidad de estacionamiento 
rotatorio, se prevé que sea siempre antes de la retirada del vehículo que estaba estacionado. 
 Así lo permite el art. 1158 CC: «Puede hacer el pago cualquier persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la 90
obligación, ya lo conozca y lo apruebe, o ya lo ignore el deudor. El que pagare por cuenta de otro podrá reclamar del 
deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa voluntad. En este caso sólo podrá repetir del 
deudor aquello en que le hubiera sido útil el pago».
 En caso de contrato con un consumidor, el art. 63.1 TRLGDCU establece: «en los contratos con consumidores y 91
usuarios se entregará recibo justificante, copia o documento acreditativo con las condiciones esenciales de la 
operación, incluidas las condiciones generales de la contratación, aceptadas y firmadas por el consumidor y usuario, 
cuando éstas sean utilizadas en la contratación».
 Vid. SAP de Madrid, de 16 de enero de 2001: «es claro que este recibo le fue expresamente expedido para justificar el 92
pago y estancia del vehículo, estando identificada la fecha […] y el importe, más el nombre y dirección del 
aparcamiento».
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En caso de que el usuario no abone el precio estipulado, la propia LCAV le permite al titular 
del aparcamiento efectuar «un derecho de retención del aparcamiento en garantía del pago del 
precio» , cuestión que desglosaremos cuando hablemos del régimen responsabilidad por el 93
incumplimiento de las obligaciones de las partes.  
El titular del aparcamiento podrá ejercer un derecho de retención (como garantía por ser 
acreedor) en el supuesto de falta de pago del precio . Mismo derecho se reconoce para el 94
depositario, como señala el propia art. 1780  CC, quedando presente una vez más el carácter de 95
depósito que también compone, junto al arrendamiento, el espíritu del contrato de aparcamiento. 
2.2 Exhibir el justificante o resguardo del aparcamiento  
El art. 4.b) LCAV obliga al usuario a «exhibir el justificante o resguardo del aparcamiento o 
acreditar en caso de extravío su derecho sobre el vehículo para proceder a retirarlo».  
Esto claro está, normalmente solo será aplicable al estacionamiento de tipo rotatorio, pues en 
el de reserva de plaza cabe que las partes pacten otras condiciones. Una prueba más de la incorrecta 
adaptación total de todo el articulado de la LCAV a las reformas que introdujo la Ley 44/2006, 
siendo que algunos artículos no fueron redactados de nuevo para adecuarlos a las demás 
modificaciones introducidas (por ejemplo, este art. 4.b)).  
Basta con la exhibición del resguardo para que quien lo posea pueda abonar el precio 
estipulado y retirar después el vehículo. La Ley menciona que en supuesto de extravío, el usuario 
puede acreditar su derecho sobre el vehículo de otro modo, pero sería absurdo permitir esto solo 
cuando exista ausencia del justificante o recibo y no en cualquier otro caso. Sin embargo, el usuario 
es el principal interesado en conservar a buen recaudo el resguardo, pues es en función del mismo 
como se fija el precio en atención al tiempo de estacionamiento, además de que puede servir como 
medio probatorio para demostrar la entrada del vehículo en el parking. 
 Art. 5.3 LCAV.93
 DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial II, 5ª edición, Civitas, Madrid, 1996, p. 40794
 «El depositario puede retener en prenda la cosa depositada hasta el completo pago de lo que se le deba por razón 95
del depósito».
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2.3 Declarar los objetos pertinentes en caso de servicio especial del art. 3.2 LCAV 
Según el art. 3.2 LCAV: «Los titulares de los aparcamientos que cuenten con un servicio 
especial para ello, podrán aceptar y responsabilizarse también de la restitución de otros accesorios 
distintos de los señalados en el primer párrafo del apartado 1.c) de este artículo, así como de los 
efectos, objetos o enseres introducidos por el usuario en su vehículo», para ello, el usuario debe 
declarar expresamente los objetos a la entrada del aparcamiento así como observar las prevenciones 
y medidas de seguridad que se le indiquen, incluida la del aparcamiento del vehículo o el depósito 
de los efectos, en la zona o lugar que estuviere habilitado al efecto para su vigilancia. 
Recuérdese que al hablar de las obligaciones del usuario, el art. 4.c) establece como 
obligación: «declarar, en los casos previstos en el apartado 2 del artículo 3, los accesorios 
especiales y enseres introducidos en el vehículo; estacionar y depositarlos, en su caso, en los 
lugares y con las medidas indicadas al efecto, y observar las demás prevenciones establecidas para 
estos casos por el titular del aparcamiento» 
La doctrina parece discernir de incluir en el ámbito de aplicación de la LCAV un contrato 
como este, tan similar a un depósito ordinario, ya que resulta clara la independencia entre este tipo 
de servicio y el contrato de aparcamiento como tal, cuya finalidad ha quedados representada varias 
veces en el estudio que estamos realizando.  
2.4 Aceptar las normas e instrucciones en cuanto al uso y seguridad del aparcamiento 
El último apartado del art. 4 LCAV recoge que el usuario deberá «Seguir las normas e 
instrucciones del responsable del aparcamiento respecto al uso y seguridad del mismo, sus 
empleados y usuarios». Esto conlleva un deber de colaboración pro parte del usuario. Por ejemplo, 
es claro que el usuario debe dejar el vehículo cerrado, conectar la alarma si dispone de ella o jo 
dejar artículos valiosos a la vista. Es un deber de colaboración que cualquier persona con diligencia 
media debe prestar, y en caso contrario el titular del aparcamiento podría verse libre de toda 
responsabilidad. La SAP de Madrid de 14 de enero de 1991, manifestó que «el deber de 
colaboración por parte del usuario exige de él ciertas obligaciones -como el cierre del vehículo-». 
Recordemos aquí que, para que las normas del aparcamiento puedan ser tenidas en cuenta y 
no resulten abusivas, deberán adaptarse, en su total medida, a las normas contenidas en la LCGC, y 
en caso de que el usuario tenga la condición de consumidor, a la normativa del TRLGDCU. 
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CAPÍTULO VI. EL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD  96
Como sabemos, todo incumplimiento de una obligación conlleva un régimen de 
responsabilidad impuesto a la parte que ha cometido el incumplimiento. El contrato de 
aparcamiento no es una excepción a esta regla y, si alguna de las partes contratantes no cumple con 
las obligaciones impuestas por la LCAV o con las pactadas entre él y la otra parte, deberá responder 
de una determinada manera ante la parte contraria.  
1. La responsabilidad del titular del aparcamiento 
Tenemos que señalar en primer lugar, que la LCAV no recoge consecuencias específicas 
para todos los posibles incumplimientos que puede haber cometido el titular del aparcamiento, si no 
que se limita a exponer las responsabilidades derivadas de algunos de estos comportamientos.  
El art. 5.1 de la LCAV expone que: «el titular del aparcamiento responderá, tanto frente al 
usuario como frente al propietario del vehículo, por los daños y perjuicios que respectivamente les 
ocasione el incumplimiento, total o parcial, de las obligaciones previstas en la Ley». Como se 
extrae del precepto, la responsabilidad deviene de los daños y perjuicios ocasionados, lo que resulta 
una reiteración del art. 1101 CC: «quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios 
causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o 
morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren al tenor de aquéllas».  
La función del art. 5.1 LCAV no es otra que delimitar la responsabilidad derivada del 
incumplimiento de las obligaciones de guardia y custodia del vehículo, pues para el resto de 
obligaciones (como hacer entrega de un justificante) no se ha previsto ninguna especialidad en 
cuanto a responsabilidad se refiere. 
A la responsabilidad específica derivada de las obligaciones que genera el contrato de 
aparcamiento, hay que sumar la propia responsabilidad generada al margen del mismo (como el 
daño ocasionado a una persona por un mal acondicionamiento del local destinado a ser parking) . 97
Por tanto, además de la normativa específica de la LCAV, deberán añadirse otras normas 
cuando resulten de aplicación, por ejemplo: para el caso de que el titular del aparcamiento suscriba 
un seguro de responsabilidad civil, será aplicable la normativa relativa a dicho contrato, también la 
 En su mayoría, el material utilizado para desarrollar este apartado es el contenido en la obra ya citada varias veces de 96
ARROYO APARICIO, A., así como el contenido en la jurisprudencia del TS y de las AAPP. 
 HERRADA ROMERO, R.I., «El contrato de garaje y la Ley 40/2002», Revista de derecho privado, Núm. 1-2/2004, 97
2004.
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normativa relativa a la responsabilidad normativa derivada de un incumplimiento en tal sentido, así 
como la normativa en todo lo relativo a las cláusulas abusivas y a condiciones generales de 
contratación, cuando la misma sea aplicable.  
1.1 Responsabilidad por incumplimiento de la obligación de guardia y custodia 
El presupuesto para la existencia de este tipo de responsabilidad es que se consiga demostrar 
que efectivamente existe un contrato de aparcamiento, pues de lo contrario, poco recorrido tendría 
exigir responsabilidad por un incumplimiento contractual inexistente. Recapitulando, las Audiencias 
han admitido como medios probatorios de la existencia del contrato: el resguardo o justificante de 
entrada, la hoja de reclamaciones o denuncias previas y el recibo de pago de la tarifa.  
Como ya hemos expuesto, el alcance material de la obligación de custodia se materializa en 
el propio vehículo y en los componentes y accesorios incorporados de manera fija y funcional al 
mismo. En cuanto a la obligación de restitución del vehículo, la responsabilidad devengará tanto por 
la sustracción del mismo como por los daños ocasionados en él durante el tiempo que dure el 
estacionamiento. En cuanto a los componentes y accesorios, la LCAV restringe la responsabilidad y 
abarca únicamente los que están unidos funcionalmente a aquel. La condición legal de que dichos 
accesorios han de ser los «habituales y ordinarios, por su naturaleza o valor» es lo que puede 
plantear problemas a la hora de la prueba.  
Por tanto la responsabilidad no se extendería a los extraíbles que pueden ser retirados por el 
dueño del vehículo. La SAP de Madrid de 24 de marzo de 2006, pone en conexión este suceso y los 
casos en los que la responsabilidad del porteador por daños y averías se limita al valor que tengan 
las cosas transportadas en la época de entrega . 98
Para determinar cuándo responde el titular del aparcamiento, primero conviene aludir a los 
actos que excluyen su responsabilidad. Parece que la LCAV no modifica los criterios generales: es 
una responsabilidad en la que interviene culpa o negligencia. La LCAV no asume un criterio de 
responsabilidad objetivo, sino que se limita a decir que el titular deberá devolver el vehículo en el 
estado que le fue entregado. También la jurisprudencia anterior a la LCAV ha exigido siempre la 
 Vid. arts. 363.1 y 365.1 CCom98
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concurrencia de culpa, y recordemos además que el art. 7 LCAV, que habla del régimen supletorio 
parece remitir al régimen general de responsabilidad con esta acción.  
Por tanto cabe entender que el titular del aparcamiento no responderá por caso fortuito o 
fuerza mayor . Por tanto, una vez delimitado el contenido de la obligación de custodia y el nivel de 99
diligencia exigible (el despliegue de todas las actividades necesarias para garantizar la conservación 
y futura retirada del vehículo), solo existirá caso fortuito o de fuerza mayor en sucesos 
imprevisibles e inevitables de acuerdo con ese nivel de diligencia exigido y que además sean ajenos 
al ámbito de control del titular. La SAP de Barcelona de 19 de julio de 1996, hace una aplicación 
del art. 1104  CC y se refiere a la diligencia poniéndola en relación a las circunstancias de las 100
personas, del tiempo y del lugar.  
El robo de un vehículo por tanto, no puede ser considerado como caso fortuito si el titular 
del aparcamiento no tomó todas las medidas exigibles para evitarlo. Además, el robo de un vehículo 
es uno de los supuestos más previsibles, por lo que es de esperar que el titular deba contar con las 
medidas de seguridad adecuadas para impedirlo. La STS de 22 de octubre de 1996, ya se manifestó 
sobre la responsabilidad del titular tras la sustracción de un vehículo durante el estacionamiento, así 
como sobre los medios de prueba de la sustracción: «ocurrida la desaparición […] y por tanto, la 
falta de entrega del vehículo al legítimo tenedor del tiquet de aparcamiento, se produce un evento 
indemnizable. La sustracción, por ende, es un concepto que se presume de datos inequívocos y, 
principalmente, de la desaparición sin razón explicable y legal del vehículo». Una gran cantidad de 
Sentencias de Audiencias Provinciales, siguieron esta línea y declararon la responsabilidad por 
robo .  101
Aunque por otro lado, en supuestos de aparcamiento gratuito, se ha negado la 
responsabilidad, como sucede en la SAP de Madrid de 16 de septiembre de 2004. También se niega 
la responsabilidad por sustracción en la SAP de Valencia de 18 de abril de 2006, por no considerarse 
como probado el hecho que dio lugar a la sustracción, pues el titular del aparcamiento probó, 
mediante grabaciones de las cámaras de seguridad, la salida del vehículo del recinto, sumado esto a 
 Art. 1105 CC: «Fuera de los casos expresamente mencionados en la ley, y de los en que así lo declare la obligación, 99
nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse o, que, previstos, fueran inevitables»
 «La culpa o negligencia del deudor consiste en la omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de la 100
obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar. Cuando la obligación no exprese 
la diligencia que ha de prestarse en su cumplimiento, se exigirá la que correspondería a un buen padre de familia».
 Vid. SAP de Alicante, de 3 de febrero de 2003 y SAP de Madrid, de 18 de marzo de 2004101
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la declración de los empleados, que no percibieron la supuesta sustracción, pues la salida del recinto 
se hizo de la manera normal, exhibiendo el ticket.  
Por otro lado cabe señalar que si la sustracción no es fruto del incumplimiento de la 
obligación de custodia por parte del titular del aparcamiento, si no que es culpa del usuario (por 
dejarse las llaves en la puerta, por ejemplo), la responsabilidad será de este último.  
En cuanto a los sucesos de fuerza mayor, habrá que estar a si en el caso concreto nos 
encontramos ante un verdadero accidente, o si por el contrario el desencadenante vino dado por la 
culpa o negligencia del titular o de sus empleados. La prueba corresponderá al titular del 
aparcamiento, pues se presume la culpa del deudor ante el incumplimiento contractual .  102
Otro problema importante relacionado con la responsabilidad viene dado por la prueba de 
los daños. El usuario tendrá la obligación de acreditar que se celebró el contrato de aparcamiento, y 
que su vehículo permaneció en el aparcamiento durante el tiempo en el que se produjo el hecho que 
lo dañó o deterioró. Cosa sencilla resulta si procede a la mera exhibición del ticket o justificante, 
como ya hemos explicado.  
La prueba de los daños o perjuicios corresponde a la persona que reclame la indemnización 
(usuario o propietario). En la mayoría de casos, basta con las limitaciones que ofrece la LCAV en 
cuanto a extensión de responsabilidad (exclusión de accesorios no fijos y extraíbles) para solucionar 
los conflictos. La SAP de Málaga de 24 de octubre de 2006 determinó que no concurría 
responsabilidad del empresario por la sustracción de dos potenciadores y una televisión DVD, pues 
aunque son considerados accesorios ordinarios, y estaban unidos de manera fija al vehículo, fueron 
incorporados al vehículo para mera personalización, por lo que no concurre responsabilidad. Como 
se ve, la Sala se ciñe estrictamente a lo expuesto de manera literal en la LCAV. La SAP de 
Barcelona de 28 de septiembre de 2006, en la misma línea que el anterior, y tratándose ahora de un 
objeto extraíble, determinó que no existía responsabilidad por parte del empresario del robo del 
objeto, si bien, sí que existía por la rotura del cristal de la ventanilla del vehículo que fue usurpado.  
Finalmente, hacer especial mención a la LCAV que determina que la responsabilidad del 
empresario o titular del aparcamiento existe «tanto frente al usuario como frente al propietario del 
vehículo, por los daños y perjuicios que respectivamente les ocasione el incumplimiento». Si el 
usuario fuese distinto del propietario, la responsabilidad frente a este sería propiamente 
 Art. 1183 CC: «Siempre que la cosa se hubiese perdido en poder del deudor, se presumirá que la pérdida ocurrió por 102
su culpa y no por caso fortuito, salvo prueba en contrario, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1.096»
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extracontractual, pues, aunque la LCAV no establece tal distinción, resulta adecuado acudir a esta 
vía a través de la figura del contrato en favor de tercero, o bien considerar que se está en presencia 
de una responsabilidad ex lege.  
1.1.1 La responsabilidad de las empresas contratadas que prestan servicio de vigilancia 
Hay ocasiones en las que la seguridad del recinto está contratada con empresas externas, 
ajenas al propio contrato de aparcamiento entre titular del parking y titular del vehículo. La SAP de 
Madrid de 24 de marzo de 2006 contiene un pronunciamiento respecto de la responsabilidad de la 
empresa de vigilancia: «no puede ser otro que el de [aplicar] el art. 1902 CC por culpa ordinaria, 
pues la empresa de seguridad carece de relación contractual alguna con el usuario del 
aparcamiento, y aún así con muchos matices. El primero, que no disponemos del contrato de 
vigilancia para saber cuál es su amplitud y, en su vista, juzgar el cumplimiento de la obligación de 
medios propia de ese contrato. El segundo, que como contrato de medios no garantiza la ausencia 
de delitos, ni ofrece plena seguridad de que no se cometerán; ni la Policía ni la Guardia Civil 
pueden garantizarlo».  
Como puede extraerse, la responsablidad de la empresa de vigilancia no es otra que 
responsabilidad extracontractual  y además, la Sala considera que esa responsablidad debe quedar 103
limitada en los mismos términos que la del titular del aparcamiento: «tratándose de la sustracción 
de objetos situados en el interior de los automóviles aparcados, que no consta que hubiesen sido 
forzados, su responsabilidad no puede ir más lejos que la del dueño del aparcamiento según el art. 
3 de la Ley 40/02». 
La jurisprudencia entiende también que, en base al art. 1903  CC, pueden ser 104
conjuntamente condenados a reparar el daño con responsabilidad solidaria, tanto la empresa titular 
del aparcamiento como la encargada de la seguridad del mismo. 
 Art. 1902 CC: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a 103
reparar el daño causado».
 «La obligación que impone el artículo anterior es exigible, no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de 104
aquellas personas de quienes se debe responder»
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1.1.2 Análisis de las cláusulas de exoneración y de limitación de la responsabilidad 
Como ya hemos visto, en la mayoría de supuesto los contratos de aparcamiento incorporan 
condiciones generales de contratación a las que el usuario debe adherirse, por lo que resulta 
aplicable la LCGC, y en lo que a incorporación de cláusulas se refiere, los arts. 5 y 7 de la misma, 
en lo que respecta a la entrega o facilitación al adherente de las condiciones del contrato y a la 
legibilidad y comprensibilidad de las mismas. En los contratos de aparcamiento, esta entrega de 
condiciones generales se realiza mediante la exposición de anuncios, que en todo caso deberán 
cumplir con lo dispuesto en el art. 5.3  de la LCGC. El predisponente ha de anunciar «las 105
condiciones generales en un lugar visible dentro del lugar en el que se celebra el negocio». Esta 
información no debe limitarse a anunciar la existencia de estas condiciones generales si no que debe 
explicar y delimitar su contenido, de acuerdo al propio art. 5.3 y al art. 7.a)  LCGC. 106
Un problema es que podría considerarse que el usuario que accede al aparcamiento conoce 
las condiciones generales una vez que está dentro del mismo, y por tanto el conocimiento es 
posterior y no anterior a la emisión de la aceptación. La SAP de Barcelona de 28 de julio de 1992, 
se pronunció en un caso similar invalidando la exoneración de responsabilidad que se contenía en el 
ticket. Anteriormente a la promulgación de la LCAV, era común que el empresario dispusiese en el 
ticket o resguardo la exoneración de responsabilidad en caso de robo o sustracción del vehículo 
argumentando que no se estaba ante un contrato de depósito. Hoy en día esto resulta un imposible 
gracias a las directrices y obligaciones sobre guardia y custodia que impone la LCAV al empresario, 
así como la responsabilidad por su incumplimiento.  
Las cláusulas o condiciones limitativas de la responsabilidad están por tanto subordinadas al 
art. 1255 CC (tienen como límites la ley, la moral y el orden público), y también, en caso de que el 
usuario sea un consumidor, en todo lo relativo a la materia de cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados por estos. No solo habrá que contrastar las cláusulas limitativas de responsabilidad con 
la propia LCAV, sino que también deberán contrastarse con otras leyes imperativas que limitan la 
autonomía de la voluntad.  
 «Cuando el contrato no deba formalizarse por escrito y el predisponente entregue un resguardo justificativo de la 105
contraprestación recibida, bastará con que el predisponente anuncie las condiciones generales en un lugar visible 
dentro del lugar en el que se celebra el negocio, que las inserte en la documentación del contrato que acompaña su 
celebración; o que, de cualquier otra forma, garantice al adherente una posibilidad efectiva de conocer su existencia y 
contenido en el momento de la celebración».
 «No quedarán incorporadas al contrato las siguientes condiciones generales: a) Las que el adherente no haya 106
tenido oportunidad real de conocer de manera completa al tiempo de la celebración del contrato o cuando no hayan 
sido firmadas, cuando sea necesario, en los términos resultantes del artículo 5».
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Recordemos que el TRLGDCU exige la necesidad de una redacción clara, concreta y 
sencilla de las cláusulas generales, además de controlar el contenido de las propias cláusulas que 
deben adecuarse a la buena fe y al justo equilibrio de los derechos y obligaciones. A la vista de los 
propios arts. 80.1.c) y 82.1 del TRLGDCU, las cláusulas de exoneración de responsabilidad pueden 
ser consideradas como abusivas.  
Recordemos también las previsiones realizadas en el Libro segundo, Título II, capítulo II del 
TRLGDCU, específicamente el art. 86.1 , el 86.2 , el 86.7 , el 89.2  y el 89.6 , entre otros, 107 108 109 110 111
que consideran abusiva toda práctica llevada a cabo por el empresario que sea contraria a ellos.  
2. Responsabilidad del usuario y responsabilidad del propietario del vehículo 
El usuario y propietario del vehículo (que no siempre deben ser la misma persona), como 
parte de la relación contractual que pueden ser, también deben cumplir una serie de obligaciones y 
la Ley prevé consecuencias si no lo hacen. 
2.1 Responsabilidad del usuario 
El art. 5.1 LCAV dice: «el titular del aparcamiento responderá, tanto frente al usuario como 
frente al propietario del vehículo, por los daños y perjuicios que respectivamente les ocasione el 
incumplimiento, total o parcial, de las obligaciones previstas en la Ley. Correlativamente, el 
usuario será responsable frente al empresario y los demás usuarios, de los daños y perjuicios que 
les cause por incumplimiento de sus deberes o impericia en la conducción del vehículo dentro del 
recinto». 
 «La exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del consumidor y usuario por 107
incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del empresario. En particular las cláusulas que modifiquen, 
en perjuicio del consumidor y usuario, las normas legales sobre conformidad con el contrato de los bienes o servicios 
puestos a su disposición o limiten el derecho del consumidor y usuario a la indemnización por los daños y perjuicios 
ocasionados por dicha falta de conformidad».
 «La exclusión o limitación de la responsabilidad del empresario en el cumplimiento del contrato, por los daños o por 108
la muerte o por las lesiones causadas al consumidor y usuario por una acción u omisión de aquél».
 «La imposición de cualquier otra renuncia o limitación de los derechos del consumidor y usuario».109
 «La transmisión al consumidor y usuario de las consecuencias económicas de errores administrativos o de gestión 110
que no le sean imputables».
 «La negativa expresa al cumplimiento de las obligaciones o prestaciones propias del empresario, con reenvío 111
automático a procedimientos administrativos o judiciales de reclamación».
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Hay que matizar que en este precepto se recogen tanto la responsabilidad contractual del 
usuario, originada por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato (frente al 
empresario), como la responsabilidad extracontractual frente a terceros, y que se regirá por el art. 
1902 CC. Esto último resulta redundante, pues en el art. 2.1 del Real Decreto 1507/2008, de 12 de 
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento del seguro obligatorio de responsabilidad civil en 
la circulación de vehículos a motor, se incluye esta responsabilidad por daños al circular también 
por garajes y aparcamientos: «a los efectos de la responsabilidad civil en la circulación de 
vehículos a motor y de la cobertura del seguro obligatorio regulado en este Reglamento, se 
entienden por hechos de la circulación los derivados del riesgo creado por la conducción de los 
vehículos a motor a que se refiere el artículo anterior, tanto por garajes y aparcamientos, como por 
vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, urbanos o interurbanos, así como por 
vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común». 
2.2 Responsabilidad del propietario no conductor 
El segundo apartado del art. 5.2 LCAV dispone que: «el propietario del vehículo que no 
fuere su usuario responderá solidariamente de los daños y perjuicios causados por aquél, salvo 
cuando el aparcamiento se hubiere hecho con la entrega de las llaves del vehículo al responsable 
del aparcamiento». De este precepto podemos extraer algún que otro problema interpretativo: 
En primer lugar se establece la solidaridad del propietario del vehículo y del usuario, cuando 
sean diferentes, en relación con los daños y perjuicios ocasionados. Vuelve a producirse aquí una 
reiteración pues tal responsabilidad solidaria ya aparece recogida en el art. 1.3 del Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor: «el propietario no conductor 
responderá de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por el conductor cuando esté 
vinculado con este por alguna de las relaciones que regulan los artículos 1.903 del Código Civil y 
120.5 del Código Penal. Esta responsabilidad cesará cuando el mencionado propietario pruebe que 
empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. El propietario no 
conductor de un vehículo sin el seguro de suscripción obligatoria responderá civilmente con el 
conductor del mismo de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por éste, salvo que 
pruebe que el vehículo le hubiera sido sustraído». Matizar que la jurisprudencia suele interpretar 
que el propietario del vehículo responde por los daños causados por este siendo conducido por 
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persona autorizada, expresa o tácitamente, sin necesidad de que le una con aquél ninguno de los 
vínculos expresados en el art. 1903 CC, que este art. 1 exige. 
El art. 5.2 LCAV, in fine, señalaba: «cuando el aparcamiento se hubiere hecho con la 
entrega de las llaves del vehículo al responsable del aparcamiento», esto parece referirse a que si se 
da este supuesto, el propietario del vehículo no responderá solidariamente junto con el usuario, pero 
en realidad a lo que se quiere referir es que la entrega de las llaves durante el tiempo de 
estacionamiento exime también al usuario de los daños ocasionados con el vehículo durante dicho 
tiempo. 
3. El derecho de retención 
Como ya hemos tratado supra, la LCAV atribuye a favor del empresario, como garantía del 
pago del precio del aparcamiento, un derecho de retención «frente a cuales quiera personas». Esto 
es un medio de garantía que permite al titular del aparcamiento impedir la salida del vehículo hasta 
que el precio no sea satisfecho. Este derecho se configura con eficacia erga omnes, aunque hay que 
recordar que el titular del aparcamiento no podrá proceder a la realización del bien, pues solo tiene 
derecho a retenerlo, de igual manera que sucede con el depósito. Cabe mencionar solamente que el 
art. 5.3 LCAV permite al titular del aparcamiento desempeñar «frente a cualesquiera personas, 
derecho de retención sobre el vehículo en garantía del pago del precio del aparcamiento». 
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CAPÍTULO VII. CONCLUSIONES 
PRIMERA. El contrato de aparcamiento de vehículos fue considerado y tratado 
jurídicamente como un contrato atípico hasta la promulgación de la Ley 40/2002, de 14 de 
noviembre, reguladora del contrato de aparcamiento de vehículos. Esta Ley define el contrato como 
aquel en el que una persona cede como actividad mercantil, un espacio en un local o recinto del que 
es titular, para el estacionamiento de vehículos de motor, con deberes de vigilancia y custodia 
durante el tiempo de ocupación, y a cambio de un precio determinado en función del tiempo real 
que dure la prestación del servicio. 
SEGUNDA. Después de la promulgación de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre, se 
perfeccionó en cuanto a terminología, el concepto de contrato de aparcamiento, plasmando las 
diferencias ya apuntadas por la jurisprudencia en los años anteriores y diferenciándolo de una 
manera clara de otras figuras similares como el contrato de garaje en sentido estricto (arrendamiento 
de plaza de garaje) o el estacionamiento en vía pública.  
Cabe recalcar que la diferencia principal entre un arrendamiento de garaje y el contrato de 
aparcamiento es que en el primero no estamos ante una actividad profesional de cesión de un 
espacio para aparcar que implique deberes de vigilancia y custodia, y que además, en el 
arrendamiento de garaje, el arrendatario goza del espacio como poseedor, mientras que en el 
contrato de aparcamiento, el usuario no es poseedor.  
TERCERA. Para cubrir ciertas carencias que pueden darse en determinados supuestos, 
conviene analizar también las líneas establecidas por doctrina y jurisprudencia antes de la 
promulgación de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre. Existían diferentes tesis. Unas consideraban 
el contrato de aparcamiento como una figura más cercana al contrato de arrendamiento; otras como 
una figura más análoga al depósito; pero la teoría más aceptada fue la que consideraba el contrato 
de aparcamiento como un contrato atípico, mixto o complejo. Aquí toma especial relevancia la STS 
de 22 de octubre de 1996, que asentó las bases de lo que más tarde la Ley 40/2002 se encargaría de 
de exponer. Esta Sentencia del Alto Tribunal destacaba obligaciones que hoy resultan esenciales 
como el deber de vigilancia y custodia por parte del titular del aparcamiento.  
CUARTA. La Ley 40/2002, de 14 de noviembre es la Ley que resulta aplicable a los 
contratos de aparcamiento en los que una persona cede, como actividad mercantil, un espacio en un 
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local o recinto del que es titular para el estacionamiento de vehículos de motor, con los deberes de 
vigilancia y custodia durante el tiempo de ocupación, a cambio de un precio determinado en función 
del tiempo real de prestación del servicio. Esta Ley, tras la modificación introducida por la Ley 
44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los consumidores y usuarios, establece 
dos modalidades dentro del contrato de aparcamiento: el estacionamiento con reserva de plaza y el 
estacionamiento rotatorio.  
QUINTA. La Ley 40/2002, de 14 de noviembre consta de siete artículos, una disposición 
adicional única, una disposición derogatoria única y dos disposiciones finales. En ella se regula su 
ámbito de aplicación así como los derechos y obligaciones tanto del titular del aparcamiento como 
del usuario. También se refiere a la normativa aplicable de forma subsidiaria y a la normativa 
aplicable en casos especiales, resaltando aquí La Ley de Condiciones Generales de la Contratación 
y el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios, que actuarán, 
la primera cuando existan condiciones generales de contratación y la segunda cuando el usuario 
tenga la condición de consumidor.  
SEXTA. Entre las obligaciones del titular del aparcamiento, se encuentran como principales 
la obligación de ceder un espacio, la obligación de entregar un justificante o resguardo que 
identifique el vehículo, la obligación de guarda y custodia del vehículo mientras dure la prestación, 
la obligación de restitución del vehículo y de sus componentes y accesorios que se hallen 
incorporados funcionalmente -de manera fija e inseparable- a aquél y sean habituales y ordinarios, 
por su naturaleza o valor, la obligación de indicar precios, horarios y normas de funcionamiento del 
parking, y la obligación de disponer de formularios de reclamaciones.  
SÉPTIMA. Entre las obligaciones del usuario, se encuentran como principales la obligación 
de pagar el precio en las condiciones acordadas (sin posibilidad de redondeos a unidades de tiempo 
no efectivamente consumidas o utilizadas), la obligación de conservar y exhibir el justificante o 
resguardo para retirar el vehículo del aparcamiento, la obligación de aceptar y cumplir las normas e 
instrucciones de uso y seguridad del aparcamiento, y la obligación de declarar los objetos 
pertinentes en caso de que se haga uso de los servicios especiales contenidos en el artículo 3.2. 
OCTAVA. La responsabilidad por incumplimiento del titular del aparcamiento que aparece 
delimitada en la Ley 40/2002, de 14 de noviembre, se limita a recoger las consecuencias del 
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incumplimiento de las obligaciones de guardia y custodia del vehículo. El alcance material de la 
obligación de custodia se materializa en el propio vehículo y en los componentes y accesorios 
incorporados de manera fija y funcional al mismo. No hay un régimen de responsabilidad concreto 
para el caso de incumplimiento de las demás obligaciones, por lo que habrá que estar a las 
consecuencias generales recogidas en el Código Civil. 
NOVENA. El usuario y el propietario del vehículo cuentan también con un régimen de 
responsabilidad aplicable en caso de incumplimiento de sus obligaciones. Resaltar que el 
propietario del vehículo que no fuere su usuario responderá solidariamente de los daños y perjuicios 
causados por aquél. 
DÉCIMA. El titular del aparcamiento cuenta con la facultad de ejercitar un derecho de 
retención sobre el vehículo, para que este no sea retirado si la obligación de pago del precio no ha 
sido efectuada. Este derecho es ejercitable «frente a cualesquiera personas». 
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- STS de 27 de febrero de 1950 
- STS de 9 de diciembre de 1965 
- STS de 30 de octubre de 1970 
- STS de 2 de julio de 1973 
- STS de 28 de junio de 1979 
- STS de 30 de junio de 1979 
- STS de 1 de mayo de 1982 
- SAP de Madrid de 14 de enero de 1991 
- SAP de Barcelona de 24 de enero de 1991 
- SAP de Barcelona de 28 de julio de 1992 
- STS de 27 de noviembre de 1992 
- SAP de Valencia de 30 de septiembre de 1993 
- STS de 1 de febrero de 1994 
- SAP de Barcelona de 17 de marzo de 1994 
- SAP de Madrid de 27 de enero de 1995 
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- SAP de Cuenca de 18 de marzo de 1995 
- SAP de Barcelona de 26 de septiembre de 1995 
- SAP de Asturias de 23 de febrero de 1996 
- SAP de Barcelona de 2 de abril 1996 
- SAP de Barcelona de 19 de julio de 1996 
- STS de 22 de octubre de 1996 
- STS de 25 de octubre de 1996 
- SAP de Barcelona de 4 de septiembre de 1998 
- SAP de Córdoba de 5 de octubre de 1998 
- SAP de Madrid de 16 de enero de 2000 
- SAP de Valencia de 19 de enero de 2000 
- SAP de Barcelona de 27 de enero de 2000 
- SAP de Barcelona de 30 de mayo de 2000 
- SAP de Málaga de 26 de septiembre de 2000 
- SAP de Madrid de 16 de enero de 2001 
- SAP de Barcelona de 22 de abril de 2002 
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- SAP de Málaga de 27 de junio de 2002 
- SAP de Alicante de 3 de febrero de 2003 
- SAP de La Coruña de 5 de febrero de 2003 
- SAP de Valencia de 25 de marzo de 2003 
- SAP de Alicante de 24 de abril de 2003 
- SAP de Córdoba de 19 de julio de 2003 
- SAP de Barcelona de 12 de marzo de 2004 
- SAP de Madrid de 18 de marzo de 2004 
- SAP de Tarragona de 4 de mayo de 2004 
- SAP de Orense de 25 de junio de 2004 
- SAP de Madrid de 16 de septiembre de 2004 
- SAP de Zaragoza de 19 de noviembre de 2004 
- SJM de 3 de enero de 2005 
- SAP de Madrid de 24 de marzo de 2006 
- SAP de Barcelona de 28 de septiembre de 2006 
- SAP de Málaga de 24 de octubre de 2006 
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